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RESUMEN 

El presente trabajo de investigación estudia: El debido proceso y su influencia con el 

procedimiento administrativo disciplinario de los trabajadores en la municipalidad distrital 

de santa maría - huaura, 2025. El estudio fue de tipo aplicado, con nivel correlacional, diseño 

no experimental y corte transversal, bajo un enfoque cuantitativo. La contrastación de la 

hipótesis se realizó mediante la aplicación de un instrumento de recolección de datos, 

empleándose la técnica de la encuesta, la cual fue aplicada a una muestra conformada por 78 

trabajadores de la Municipalidad Distrital de Santa María. Para la recolección de la 

información se elaboró un cuestionario estructurado, diseñado específicamente para medir 

las variables del estudio y sus respectivas dimensiones. Posteriormente, los datos obtenidos 

fueron procesados y analizados estadísticamente mediante el uso del paquete SPSS versión 

25.0, recurriéndose a tablas y figuras estadísticas para facilitar su análisis e interpretación. 

Como resultado del análisis inferencial, se determinó que el debido proceso influye 

significativamente en el procedimiento administrativo disciplinario de los trabajadores en la 

Municipalidad Distrital de Santa María – Huaura, 2025, obteniéndose un coeficiente de 

correlación de Spearman de ρ = 0,727, lo que evidencia la existencia de una correlación 

positiva alta entre ambas variables. Finalmente, el estudio se estructuró en un cuerpo 

organizado de contenidos, compuesto por seis capítulos y sus respectivos subcapítulos, lo 

que permitió demostrar que la investigación cuenta con sólido sustento metodológico y 

evidencia estadística suficiente para respaldar los resultados obtenidos. 

 

Palabras clave: El debido proceso, procedimiento 

administrativo disciplinario y derecho de defensa.
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ABSTRACT 

  
This research study examines due process and its influence on the disciplinary 

administrative procedures for employees in the Santa María District Municipality - Huaura, 

2025. The study was applied, correlational, non-experimental, and cross-sectional, 

employing a quantitative approach. The hypothesis was tested using a data collection 

instrument: a survey administered to a sample of 78 employees of the Santa María District 

Municipality. A structured questionnaire, specifically designed to measure the study 

variables and their respective dimensions, was developed for data collection. The data 

obtained were then processed and statistically analyzed using SPSS version 25.0, employing 

statistical tables and figures to facilitate analysis and interpretation. As a result of the 

inferential analysis, it was determined that due process significantly influences the 

disciplinary administrative procedure for employees at the Santa María District Municipality 

– Huaura, 2025. A Spearman's rank correlation coefficient of ρ = 0.727 was obtained, 

demonstrating a strong positive correlation between the two variables. Finally, the study was 

structured into an organized body of content, comprised of six chapters and their respective 

subchapters, demonstrating that the research has a solid methodological foundation and 

sufficient statistical evidence to support the results obtained. 

 

Keywords: Due process, disciplinary administrative procedure and right to defense. 
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INTRODUCCIÓN 

El presente trabajo de investigación estudió “El debido proceso y su influencia con el 

procedimiento administrativo disciplinario de los trabajadores en la municipalidad distrital 

de santa maría - huaura, 2025.”. Ospina Grisales (2023) define el debido proceso 

administrativo como un principio jurídico sustantivo que no se limita al cumplimiento formal 

de etapas procedimentales, sino que exige que toda decisión administrativa esté fundada en 

hechos verificables, pruebas pertinentes y razonamientos jurídicos comprensibles, 

garantizando la racionalidad y legitimidad de la actuación estatal. 

Mondragón-Duarte (2020) define el procedimiento administrativo disciplinario como el 

conjunto de actos jurídicos regulados a través de los cuales la Administración investiga y 

sanciona conductas funcionales de servidores públicos. Su naturaleza restrictiva de derechos 

obliga a observar principios propios del derecho sancionador: legalidad, tipicidad y 

proporcionalidad. 

 

 

Esta investigación se organiza en los capítulos que se describen a continuación: 

 

 

El Capítulo I aborda el problema de investigación, incluyendo la descripción de la 

situación, el planteamiento del problema, los objetivos, la justificación, así como los límites 

y la viabilidad del estudio. El Capítulo II desarrolla el marco teórico, donde se presentan los 

antecedentes, los fundamentos conceptuales de las variables, las definiciones de términos, 

las hipótesis y su operacionalización. En el Capítulo III se expone la metodología, detallando 

el tipo y diseño de la investigación, la población y muestra, además de las técnicas utilizadas 

para la recolección y el procesamiento de los datos. El Capítulo IV muestra los resultados 

obtenidos, acompañados de tablas y figuras. El Capítulo V se centra en el análisis e 

interpretación de dichos resultados. Finalmente, el Capítulo VI reúne las conclusiones y 

recomendaciones, junto con las referencias y anexos que respaldan el estudio. 
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CAPÍTULO I. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 
1.1. Descripción de la realidad problemática 

El proces’o debido no es una mera regulación legal, sino el límite del gobierno y la 

imposición arbitraria. La ONU sostiene que, para evitar el abuso de poder y consolidar 

democracias operativas, es indispe’nsable proteger los derechos del proceso (ONU, 

2021). Sin embargo, una mera aceptación formal rara vez es suficiente. En muchas 

ocasiones, la forma en que los organismos guberna’mentales ejercen las acciones 

disciplinarias y ad’ministrativas evidencia errores sistémicos en su desarrollo, 

vulnerando de forma directa derechos como el derecho a ser oído, el derecho a la 

objetividad y el derecho a la ley. Estos derechos, cuando se ven menoscabados por el 

sistema estatal, rara vez pu’eden restaurarse de m’anera efectiva (García y Ruiz, 2020). 

En Am’érica Latina el princi’pal problema no es un tema menor, sino la debilidad 

institucional. Los estu’dios realizado’s en la zona m’uestran casos de proc’edimientos 

disciplinarios en los que no se informó correctam’ente sobre las denu’ncias o en los que 

las decisiones carecen de una justifi’cación elemental. Esto tiene consecuencias sobre la 

confianza de los ciudadanos en el gobierno y sobre la credib’ilidad de las medidas 

adoptadas (Pérez, 2022). Esos errores formales so’n más graves porque la ausencia de 

normas claras para gara’ntizar un juicio jus’to ha prop’iciado abusos reiterados. Los 

servidores públ’icos son vulner’ables y el ser’vicio público se ve afectado (López y 

Fernández, 2021). 

La legislac ión en Perú que especifica el procedimiento de los trámites en las agencias 

gubernamentales es la Ley 27444. Establece los lineamientos que debe seguir cada 

acción del gobierno peruano: justificar las decisiones, evitar favoritismos por parte de 

la autoridad y permitir que los ciudadanos se defienda n (Congreso de la República, 

2023). La realidad es que, a pesar de que esta s normas parecen buenas, en la práctica 

son mucho menos organizadas. La Contraloría General de la República (2022) identificó 

dificultades con tinuas en la gestión de los procesos disciplinarios: trabajadores sin la 

capacitación pertinente, tiempos indefinidos y criterios de sanción que se modifican 

dependiendo de la agencia. Esto tiene dos consecuencias negativas. Por un lado, se 

violan los derechos de los trabajadores involucrados. En cambio, tanto la percepción de 

justicia en la gestión como la eficacia de la insti tución se ven afectadas. 
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En la provincia de Huaura, se ha evidenciado que en la Municipalidad Distrital de 

Santa María existen observaciones respecto a la tram’itación de los procesos 

disciplina’rios aplicados a su personal, debido a posibles incumplimientos de las 

garantías del debido proce’so. En algunos casos, se han registrado notificaciones tardías, 

falta de preci’sión en la descrip’ción de la falta imp’utada o resoluciones caren’tes de 

motivación jurídica suficiente. Estas situaciones han derivado en conflictos laborales, 

un aumento de litigios ante instancias superiores y una creciente percepción de falta de 

imparcialidad en las autoridades locales. De ahí surge la pregunta que articula toda esta 

investigación: ¿cómo se aplica el debido proc’eso en los procedimientos admin’istrativos 

disciplinarios de la Municip’alidad Distrita’l de Santa María – Huaura, y qué tan efectiva 

es esa aplicación para proteger los derechos de los trabajadores? El objetivo es 

identificar las fallas concretas y proponer alternativas reales que, al mismo tiempo, 

fortalezcan la g’estión pública en 2025. El objetivo general, entonces, es determinar si 

el debido proceso influye en el procedimiento administrativo disciplinario de los 

trabajadores de dicha municipalidad duran’te ese año. 

 

 

1.2. Formulación del problema 

1.2.1. Problema general 

¿Cómo el debido proceso influye en el procedimiento administrativo 

disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad Distrital de Santa María – 

Huaura, 2025? 

1.2.2. Problemas específicos 

1. ¿Cómo el principio de legalidad influye en el procedimiento 

administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad 

Distrital de Santa María – Huaura, 2025? 

2. ¿Cómo el derecho de defensa influye en el procedimiento administrativo 

disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad Distrital de Santa 

María – Huaura, 2025? 

3. ¿Cómo la imparcialidad de la autoridad influye en el procedimiento 

administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad 

Distrital de Santa María – Huaura, 2025? 
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1.3. Objetivos de la investigación 

1.3.2. Objetivo general 

Determinar si el debido proceso influye en el procedimiento administrativo 

disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad Distrital de Santa María – 

Huaura, 2025. 

 

 

1.3.2. Objetivos específicos 

1. Determinar cómo el principio de legalidad influye en el procedimiento 

administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad 

Distrital de Santa María – Huaura, 2025. 

2. Determinar cómo el derecho de defensa influye en el procedimiento 

administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad 

Distrital de Santa María – Huaura, 2025. 

3. Determinar cómo la imparcialidad de la autoridad influye en el 

procedimiento administrativo disciplinario de los trabajadores en la 

Municipalidad Distrital de Santa María – Huaura, 2025. 

 

1.4. Justificación de la investigación 

Desde el plano jurídico, este estudio parte de una pregunta concreta: ¿cómo se 

garantizó el debido proceso en los procedimientos administrativos disciplinarios de 

la administración pública peruana? La Ley N.° 27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General, fija el marco de respuesta: legalidad, motivación de 

resoluciones y derecho de defensa son los principios que condicionan —sin 

excepción— la validez de cualquier actuación administrativa (Congreso de la 

República, 2023). Sin e’mbargo, en la práctica, d’iversos informes de la C’ontraloría 

General de la República (2022) evidenciaron deficiencias en la aplicación de estas 

garantías en los procedim’ientos disciplinarios, lo que generó r’iesgos de nulidad de 

los actos administrativos y vulneración de derec’hos fundamentales. En est’e sentido, 

la inve’stigación permitió ex’aminar en qué me’dida la Munic’ipalidad Distrital de 

Santa María aplicó los principios del debido proceso y si sus actuaciones se ajustaron 

a las exigencias n’ormativas vig’entes. 



18  
 

Los procedim’ientos administra’tivos disciplinarios no se desarr’ollan, desd’e una 

pe’rspectiva so’cial, en un vacío burocrático: af’ectan directa’mente la dignidad, los 

derechos y la esta’bilidad laboral de quienes trabajan para el municipio. Una 

admin’istración caprichosa o torpe puede dar lugar a castigos injustos, per’o el 

malestar no se ter’mina aquí. Se difunde entre la ciu’dadanía, deb’ilitando la 

legitimidad del Estado y socavando la confianza en las instituciones (López & 

Fernández, 2021). Es mucho más difícil recuperar la credibilidad perdida de una 

institución que evitar que se pierda. Pero cua’ndo realmente se respeta el debido 

proceso, la leg’alidad ya no es solo discurso y se convierte en una práctica tangible: 

una transparencia real, un trato justo a los funcionarios púb’licos y, al final, una 

gobernanza democrática local con fundamentos más firmes. 

La Munic’ipalidad Dis’trital de Santa ’no tuvo un buen desem’peño cuando sus 

proced’imientos administrativ’os disciplinarios comen’zaron a recibir quejas: 

violacio’nes al derecho de def’ensa, dudas sobre la imp’arcialidad de las auto’ridades 

y conflictos intern’os que llegaron hasta inst’ancias superiores. El perjuicio fue doble: 

tanto a nivel ope’rativo como a nivel reputa’cional. La administración a nivel 

municipal se volvió menos eficiente y, como resulta’do, la confianza de los 

ciudadanos en ella dismin’uyó. Esta investigación, partiendo de ese contexto, elabora 

un análisis crítico acerca de la forma en que se implementaron (o no) las garantías 

del debido proceso en los procedimientos disciplinarios de esta organización. Los 

resultados posibilitaron la formulación de propuestas específicas en torno a la 

transparencia, la uniformidad y la legalidad en esos procesos, con el objetivo de 

establecer un equilibrio efectivo entre el poder sancionador del Estado y los derechos 

de los trabajadores del municipio. 

 

 

 

1.5. Delimitaciones del estudio 

a. Delimitación temporal 

En el contexto actual, cobra especial importancia: el debido proceso y su 

influencia en el procedimiento administrativo disciplinario resultó vigente. 
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b. Delimitación espacial 

El análisis se concentra dentro en Lima, teniendo como ámbito de estudio la 

Provincia de Huaura, específicamente en el Distrito de Santa María. El espacio de 

análisis correspondió a la Municipalidad Distrital de Santa María, entidad que 

constituyó el escenario institucional donde se centró el objeto de estudio. 

 

 

c. Delimitación social 

Esta investigación utilizó una muestra no probabilística con su procesamiento 

estadístico correspondiente. 

 

 

d. Delimitación conceptual 

En el de’sarrollo de este estudi’o se consideraron dos id’eas princip’ales que 

orien’tan el análisis realizado: el debido pro’ceso y su influe’ncia en el 

procedimiento a’dministrativo disci’plinario. 
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CAPÍTULO II. MARCO TEÓRICO 

 
2.1. Antecedentes de la investigación 

2.1.1. Antecedentes internacionales 

Zarabanda (2024). En su estudio titulado “La im’parcialidad en el pro’ceso 

disc’iplinario: dar gara’ntías fundam’entales al disciplinado desde el dise’ño 

institucional”, cuyo obj’etivo fue analizar de qué manera los diseños 

institucionales, especial’mente la separación de fun’ciones, la impa’rcialidad del 

juez disciplinario y la cont’radicción probatoria, perm’iten legitimar el 

procedimiento disciplin’ario en Colo’mbia. Se utilizó un método jurídico-

conceptual, con una perspectiva analítica de fuentes doctrinales, 

jurisprudenciales y normativas. Los resultados demostraron que una condición 

funda’mental para salvaguardar las garantías básicas del disciplinado es la 

imparciali’dad del funcionario responsable, ya que evita conflictos de interés y 

prejuicios en el proce’so de toma de dec’isiones. Asimismo, se comprobó que el 

diseño institucional del proceso debe incluir instrumentos de contradicción y 

debate probatorio para asegurar una defensa eficaz. La conclusión fundamental 

fue que el procedimiento disciplinario se legitima y la eficacia del debido 

proceso, como principio rector de la normativa disciplinaria colombiana, se 

fortalece gracias a la imparcialidad y a la correcta división de funciones (p. 128). 

Balcázar (2023) estudió la manera en que se utiliza el procedimiento 

administrativo disciplinario (PAD) en los directivos educativos de la Amazonía 

venezolana y hasta qué punto se cumplen las garantías del debido proceso. Para 

ello utilizó un método cualitativo: realizó entrevistas semiestructuradas a 

funcionarios y analizó los datos a través de ATLAS.ti. En última instancia, el 

objetivo era determinar si el PAD infringe o no esas garantías procesales. Se 

evidenciaron en los resultados carencias significativas en la definición precisa 

de las infracciones, el restringido derecho de defensa debido a la falta de acceso 

a pruebas y demoras desmedidas en el procesamiento de casos. También se 

determinó que las carencias en los procedimientos causaban un clima de 

inseguridad jurídica en las instituciones educativas y una situación de 

indefensión entre los disciplinados. Se concluyó que la violación del debido 

proceso afecta la legitimidad de las instituciones, disminuye la validez de las 
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decisiones disciplinarias y pone en peligro el derecho a la seguridad jurídica en 

Venezuela (p. 10). 

Cárcamo (2023) examina si existe obligación jurídica de instruir un 

procedimiento disciplinario antes de ejercer acciones de repetición o reembolso 

contra funcionarios públicos en Chile —esto, en el marco de la responsabilidad 

patrimonial de la Administración del Estado por falta personal. Para responder 

esa pregunta, el autor recurre a una metodología doctrinal y jurisprudencial, 

apoyada en el análisis de la normativa nacional y en la revisión de la 

jurisprudencia tanto administrativa como judicial. Los resultados mostraron que 

la omisión de un procedimiento disciplinario previo genera vulneraciones al 

derecho de defensa de los funcionarios, ya que estos carecen de la oportunidad 

de presentar descargos y acceder a las pruebas. Asimismo, se evidenció que esta 

omisión debilita la legitimidad de las decisiones administrativas y afecta la 

confianza de los ciudadanos en las instituciones. La conclusión fue que el 

procedimiento disciplinario constituye una condición indispensable e ineludible 

para garantizar la justicia en las decisiones administrativas y la efectividad del 

debido proceso en la responsabilidad patrimonial del Estado (p. 65). 

Abad de las Heras (2022). En su artículo titulado “El régimen de la prueba 

en el procedimiento disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía”, cuyo 

objetivo fue analizar cómo se aseguran los derechos de defensa y contradicción 

de los funcionarios policiales sometidos a procesos disciplinarios en España. La 

metodología empleada fue jurídico-normativa, con revisión crítica de la 

legislación vigente y de la jurisprudencia administrativa y judicial relacionada 

con el régimen disciplinario policial. Los resultados mostraron que el desarrollo 

probatorio con inmediación, publicidad y contradicción es fundamental para 

evitar situaciones de indefensión y asegurar que las decisiones disciplinarias 

sean objetivas. También se identificó que la debida práctica de la prueba 

incrementa la legitimidad de las sanciones impuestas y genera mayor confianza 

institucional. La conclusión fue que un régimen probatorio sólido es la piedra 

angular del respeto al debido proceso y constituye el mecanismo que legitima 

las sanciones disciplinarias dentro de cuerpos de seguridad (p. 7). 



 22 

 

Vergara (2024) examina, en "La actividad disciplinaria externa de la 

Contraloría General de la República: procedimientos, imposición de medidas 

disciplinarias y relaciones con sus sujetos pasivos", cómo opera el régimen 

disciplinario externo de ese organismo en Chile, qué procedimientos lo articulan 

y qué consecuencias tiene su configuración sobre las garantías del debido 

proceso. La metodología empleada fue jurídico-sistemática, con análisis de las 

normas aplicables y de casos documentados de aplicación de medidas 

disciplinarias. Los resultados permitieron identificar vacíos normativos y 

tensiones en la aplicación de sanciones, especialmente en lo relacionado con la 

comunicación oportuna de los cargos y la proporcionalidad de las medidas. Se 

concluyó que el respeto al debido proceso constituye un requisito indispensable 

para legitimar la potestad sancionadora de la Contraloría y asegurar la validez 

de los procedimientos administrativos disciplinarios (p. 215). 

 

 

2.1.2. Antecedentes nacionales 

Pacheco (2024), realizó un estudio en la Universidad Autónoma del Perú. En 

él, examinó la relación entre el procedimiento administrativo disciplinario y el 

respeto al derecho de defensa de los servidores públicos de una municipalidad 

situada en Lima centro durante los años 2021 y 2022. Para logr ’arlo, se utiliz’ó 

un enfoque cuant’itativo básico, enmarcado de’ntro de una perspecti’va 

positi’vista, y se aplicó un diseño no experimental y transversal. Se utilizó un 

cuestionario estructu’rado para recopilar datos ac’erca de cómo se realizan los 

procesos disciplin’arios y sobre el cumplimiento del der’echo de defen’sa en una 

muestra compue’sta por 115 empleados. Los números hablaron con claridad: una 

correlación de r = 0,825 y p = 0,001 demu’estra un vínculo sóli’do entre la 

aplicación adecuada del procedimiento y el aseguramiento efectivo del derecho 

de defensa. No es un dato irrelevante. Los derechos básicos de los funcionarios 

quedan garantizados cuando el procedimiento se lleva a cabo conforme a las 

normas: la posibil’idad de presentar pruebas, el acc’eso a descargos y la asistencia 

durante el proceso dejan de ser promesas formales y se convierten en hechos 

palpables. Pacheco determinó que la relación entre las dos variables se da a la 

vez en los ámbitos procedimental, legal, ético y preventivo. Una administración 

disciplinaria que no tiene en cu’enta las garantías constit’ucionales no s’olo pone 
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a los servidores en riesgo de arbitrariedad, sino que tam’bién revela la debilidad 

instituc’ional de aque’llos que la gest’ionan. 

Villalta (2025), en su tes’is de la ’Universidad Peruan’a de Ciencias Aplicadas, 

estudió la aplicación del principio del deb’ido proceso en los procesos 

admini’strativos disciplin’arios de la Municipalidad Provincial de Puno en el 

período 2022–2024. No se trataba de un objetivo meramente de’scriptivo. El 

estudio pretendía identificar dónde fallan estos procedimientos y por qué esas 

fallas co’mprometen tanto su eficacia como su le’gitimidad. Se analizaron tres 

ejes —cumplimiento de plazos legales, notificación adecuada a los implicados y 

suficiencia do’cumental para la defensa de los tra’bajadores sancio’nados— y en 

los tres aparecieron se’ñales de problema. La metod’ología combinó la revisión 

documental con el an’álisis de casos espe’cíficos, lo que permitió identificar 

patrones de irregul’aridad que n’o son fortuitos, sin’o que reflejan déficits 

institucionales persistentes. Entre los resultados más importantes se demostró 

que las notificaciones defectuo’sas y las demoras en los p’lazos normat’ivos crean 

una sensación de violación de derechos y reducen la confianza en los 

procedimi’entos de control disci’plinario. El estudio concluyó que es necesario 

llevar a cabo mejoras considerables en los procesos de imparcialidad, 

transparencia y eficiencia para garantizar una ges’tión disciplinaria más 

equitativa, confiable y conforme a las n’ormas en vigor. 

Ayre (2025), en su artíc’ulo “Defici’enc’ias en la tipicid’ad ob’jetiva y su 

impacto en el pro’cedim’iento adm’inistrativo disciplinario”, publicado en la 

Revista Tribunal, se prop’uso determinar el c’ómo la aplicación predomin’ante de 

criterios objetivos en los PAD (procedimientos administ’rativos discip’linarios) 

de la Municipalidad Provincial de Chu’paca afecta el derecho a la defensa de los 

invo’lucrados. El estudio tuvo un enfoque cuantitativo con un diseño 

correlacional, lo que perm’itió una investigación empírica de la relación. Los 

resultados son claros: exis’te una relación firme entre la exigencia estricta de la 

tipicidad objetiva y la vulnera’ción del derecho de defensa. El proble’ma de fondo 

es que ese mod’elo no deja de consi’derar las circunstan’cias del caso concreto; 

todo se aplasta bajo la litera’lidad de la nor’ma. A esto responde Ayre señalando 

que la introducción de factores de tipicidad subjetiva permitiría un proceso más 

flexible y acorde con la realidad propia de cada situación disciplinaria. No se 
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trata de una propu’esta de relajación, sino de calib’ración: el control di’sciplinario 

y las gara’ntías esenciale’s no son conceptos incom’patibles entre sí. El estudio es 

claro al señala’r que una aplica’ción estricta de la tipicida’d objetiva co’mpromete 

la justicia proc’esal y reclama refo’rmas que restituy’an esa equid’ad a los 

funcionarios públicos sancion’ados. 

Flores (2023), en su tesis “Debido proceso administrativo y el proceso 

administrativo disciplinario de los servidores públicos en un Hospital Nacional 

de Lima-2023”, elaborada en la Universidad Privada San Juan Bautista, 

pretendió medir la relación entre ambas variables en el referido centro 

hospitalario, durante el mismo año. El diseño fue descriptivo, correlacional y no 

experimental, realizado a través de encuestas a 80 funcionarios públicos. Los 

números hablan por sí solos. Un 66,25% de los encuestados calificó de “bueno” 

el procedimiento administrativo adecuado y un 55% hizo lo propio con el 

procedimiento disciplinario. Sin embargo, la investigación se fortalece por la 

correlación media y significativa positiva entre las dos variables (r = 0,682; p = 

0,000). No se trata de una simple coincidencia estadística, ya que las 

correlaciones específicas demuestran que el derecho a la debida motivación (r = 

0,650), el derecho a la defensa (p < 0,05) y el derecho a la imparcialidad (r = 

0,630) están vinculados de forma igualmente robusta. El estudio llega a la 

conclusión de que la efectividad de los procesos disciplinarios está afectada 

directamente por el cumplimiento del debido proceso administrativo y que, al 

fortalecer sus principios rectores, se incrementa la legitimidad de estos procesos 

frente a quienes los sufren. 

Cabezas (2023), realizó un estudio patrocinado por la Universidad César 

Vallejo, en el que se analizaron los diferentes elementos que influyen en el 

desarrollo del procedimiento administrativo disciplinario en una universidad 

pública del Perú. Se ad’optó una perspec’tiva cuali’tativa, con un dise’ño bá’sico-

descripti’vo de estudi’o de caso: se reali’za’ron entrev’istas se’miestructuradas a 

diez su’jetos (abo’ga’dos e instr’uc’tores), análi’s’is documen’tal de exp’edientes y 

codific’ación con Atlas.ti V9. No es m’enor lo que enc’on’tró el estudi’o: ause’ncia 

de normat’ividad clara, motiv’ación deficiente de los actos administrativos, 

problemas en las notificaciones y escasez de registros probatorios. Cada uno de 

estos puntos representa una grieta distinta en el mismo edificio. El a’utor cierra 
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diciendo que esas limitaciones atentan contra la transparencia y la eficacia del 

proceso disciplinario y propone la implementación de protocolos institucionales 

más sólidos para evitar que el proceso se vea supeditado a la imprvovisación. 

 

 

2.2. Bases teóricas 

2.2.1. Debido proceso (X) 

El debi’do proceso no es un proce’dimiento adm’inistrativo. Es la frontera que 

separa el poder arbitrario de la autori’dad legítima: obliga al Estado a actuar de 

acuerdo con normas claras, racio’nales y controlables. Error sería reducirlo a 

formalidad; en realidad, su peso es sust’antivo, pues protege al ciudadano del abuso 

y da a las decisi’ones estatales algo que nin’gún decreto puede crear por sí mi’smo: 

legitimidad. En la esf’era administrativa, y en espec’ial en el proceso discipli’nario, el 

debido proceso comprende el derecho a ser notificado a tiempo sobre las acusaciones, 

a presentar desca’rgos, a aportar ev’idencias, a contar con una defensa técnica y a 

recibir una resolución apropiadamente fundame’ntada que pueda ser im’pugnada. 

Estas garantías, que históricamente estaban ligadas al pro’ceso judicial, han ido 

pasando progresivamente al ámb’ito administrativo, según lo seña’lado por Díaz 

García y Urzúa (2018). En este ámbito son igualmente necesarias, puesto que la 

Administración tam’bién tiene potestades que afect’an los derechos e intereses de los 

empleados. 

Igualmente, el debido proc’eso cumple una función de control epistémico y 

procedime’ntal del poder adm’inistrativo. Esto signif’ica que la A’dministración no 

puede ac’tuar de manera discre’cional o arb’itraria, sino que está ob’ligada a construir 

decisiones bas’adas en hechos verificables, pruebas pertinentes y razonamientos 

jurídicos transp’arentes. Según Ospina Grisales (2023), este principio no sólo se 

vincula a la existen’cia de una n’orma legal anterior, sino que también exige que la 

decisión se funde en criterios obje’tivos y co’municables, para q’ue cualquier tercero 

tenga la capa’cidad de entende’r y valorar la razo’nabilidad del dese’mpeño 

administrativo. En este sent’ido, el motivo de la acció’n no es un requisito ornamental, 

sino el mecanismo que permite comprobar si la decisión tomada es legal, razonable 

y proporc’ional. 
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En ese sentido, la doct’rina del derecho adminis’trativo sancionad’or ha sostenido 

que el debido proceso implica trasladar los principios penales al ámbito 

administrativo. El derecho disc’iplinario, al igual qu’e el derech’o penal, tiene la 

característica de limi’tar derechos y libertades; por ello es nece’sario que respete 

principios como la culpabilidad, la proporcionalidad, la tipic’idad y la legalidad. Así 

lo señala Cordero Quinzacara (2014) al indicar que la capacidad punitiva de la 

Administración debe ceñirse a estos princi’pios a fin de que las sa’nciones guarden 

una relación equil’ibrada con la cuantía de la falta’ y se evite el uso de no’rmas 

analógi’cas en perjuicio del a’dministrado. De ese mo’do, el debido proceso ase’gura 

que el poder disciplinario m’unicipal se aplique de ma’nera previsi’ble, equita’tiva y 

prop’orcional, lo que contribuye a fortalecer la confi’anza en las instituciones del 

Esta’do. 

En Perú, estos principios no solo se esta’blecieron en un n’ivel teórico, sino que 

fueron incor’porados formalm’ente en el Texto Único Ordenado de la Ley del 

Procedimiento Administ’rativo General. La LPAG estipula que todos los trámites 

administrativos, incluso aquellos disciplinarios, deben se’guir los pri’ncipios de la 

legalidad, la imparcia’lidad, la raz’onabilidad, la publicidad, la verdad material y la 

pluralidad de insta’ncias (Ministerio de J’usticia y D’erechos Humanos, 2024). Para la 

municipal’idad de San’ta María, esto tiene un efecto directo: no es suficiente con 

cumpl’ir las etapas form’ales establecidas en la norma. Es necesario que cada 

actuación siga esos principios, para qu’e los trabajadores tengan una co’nfianza 

razonable en que el proc’eso será justo, claro y revisable. Cu’ando se vuelve positiva 

en la LPAG, el debido proceso deja de ser una referencia teórica y comienza a 

funcionar como un ma’ndato específico para cada decisión administrativa. 

Finalm’ente, dentro de este marco, la moti’vación suficie’nte de las resoluciones 

aparece co’mo el eje central del debido proceso. Robles-Pagador y Ventura-González 

(2024) sostienen que una reso’lución debid’amente moti’vada no solo leg’itima la 

decisión adoptada, sino que también permite su revisión en sed’e admi’nistrativa y 

judicial, garantiz’ando así la p’osibilidad de control. La motivac’ión cumple, por tanto, 

una triple función: explica a los destinatarios por qué se les san’ciona, muestra a la 

co’munidad que la decisión respo’nde a criterios de justi’cia y racionali’dad, y ofrece a 

los jueces elemento’s claros para ver’ificar la legalidad del acto. El debido proceso no 

es trámite ni ritual administr’ativo. Es la garantía que sostiene c’ualquier 
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procedimiento disciplinario con legitimidad real, y sin ella, ninguna decisión 

municipal que afecte derechos laborales puede considerarse jurídicamente válida. 

 

 

2.2.1.1. Principio de legalidad 

 

El princ’ipio de legalidad funda’menta la totalidad del Estad’o de derecho y, 

por ende, el proce’so administrati’vo apropiado. Las autoridades ope’ran dentro 

del marco norm’ativo. No existe la posi’bilidad de decidir fu’era de ella: cada 

penalización requ’iere una regla anterior, nítida y válida que la sustente, sin 

oportunidad para que la arbi’trariedad influya en la resolució’n. En té’rminos 

de discipl’ina, esto se vuelve extrema’damente específico: solamente pueden 

ser sanci’onados los emple’ados municipales por comportamientos que la 

legislación vigente ha’ya establecido explícita’mente, con castigos tipificados 

antes del incidente que se les imputa. La Ley del Procedimiento 

Administr’ativo General (Ministerio de Ju’sticia y Derechos Hu’manos, 2024) 

establece con claridad que cad’a acción admin’istrativa debe basarse en una 

regla leg’al y en los objetivos para los cuales se concedió la competencia, lo 

cual elimina cu’alquier opción de actuar más allá de ese lí’mite. 

Sin embargo, este principio no se restri’nge a la simpl’e presencia de un’a 

norma; a’demás, requiere q’ue la falta y la sanción estén de’finidas con 

exactitud y taxativa’mente. La doctrina sancio’nadora, en especial el traba’jo de 

Cordero Quinzacara (2014), subraya que la Administración podría recurrir a 

interpretaciones ex’tensas o analógicas para castigar sin tipicidad, lo cual 

debilitar’ía la seguridad jurídica del administr’ado. De este mo’do, el prin’cipio 

de legalidad se transfo’rma en un instrumento tr’ansparente para la comunida’d, 

que tiene la capac’idad de anticipar qué conductas están prohibidas y qué 

sanciones podrían ser impuestas. Al mismo tiempo, se convierte en un 

mecanismo que protege cont’ra la discrecionalidad pu’nitiva. 

Además, la legalidad es un crit’erio de val’idez de los actos adm’inistrativos. 

Cuand’o una sanción se imp’one sin respaldo le’gal o en contr’adicción con el 

ordenam’iento jurídico, se configura un vic’io de nulidad que no puede ser 

subsanado, puesto que atenta cont’ra el núcleo del debido proce’so. En ese 

sentido, la LPAG (2024) establece que todo acto administrativo dictado con 
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infracción a la legalidad carece de efectos jurídicos, lo que protege a los 

administrados de la actuación arbitraria y fortalece la confianza en la 

institucionalidad pública. 

 

 

.2.1.1.1. Existencia de normas claras y publicadas 

El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (2024), define “la 

eficacia de los actos administrativos requiere de la existencia de 

normas claras, publicadas y accesibles, que permitan a los 

administrados prever las consecuencias jurídicas de su conducta” (p. 

12). 

 

2.2.1.1.2. Aplicación uniforme de la normativa en los procesos 

El mismo cuerpo normativo establece que la Administración está 

obligada a aplicar de manera uniforme los criterios establecidos en los 

procedimientos administrativos, garantizando la igualdad de trato y la 

predictibilidad de sus decisiones, evitando diferencias arbitrarias en 

casos similares (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2024, p. 

25). 

2.2.1.1.3. Conocimiento de los trabajadores sobre la normatividad 

vigente 

De acuerdo con Ivanega (2019), “la capacitación de los agentes 

públicos en materia normativa constituye una herramienta preventiva 

que fortalece la seguridad jurídica y contribuye a la legitimidad 

institucional” (p. 522). 

2.2.1.2. Derecho de defensa 

 

El dere’cho de defensa so’stiene el debido proceso de’sde el interi’or. Cuando 

esto no oc’urre, el procedimiento queda reducido a una serie de for’malidades 

sin peso rea’l. Su función espe’cífica consiste en per’mitir que las personas 

contrad’igan lo que se’ les imputa, pre’senten pruebas y tengan incidencia 

efectiva en la d’ecisión de la autoridad. En lo que se ref’iere a lo disciplin’ario 

del mun’icipio, esto se trad’uce en obligac’iones concretas, como la notif’icación 

oportuna de los cargos, el acceso al expediente, la posibilidad de presentar 
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descargos y la libertad para elegir al abogado o al representante técnico que 

el trabajador estime conveniente. 

Según Díaz García y Urz’úa (2018), el derecho de defe’nsa no es una 

for’malidad, sino una oportun’idad real para incidir en la decisi’ón 

administrativa. Para ello requi’ere plazos razon’ables, acceso ilimi’tado al 

exped’iente y posibilidad de ejercer defensa técnica. Sin esas condiciones, el 

procedimiento se conv’ierte en un ritual vacío, y un ritual vacío no es una mera 

formalidad en este con’texto: es una vulneración de derechos fund’amentales. 

La conexión entre defensa y verdad material no es cas’ual. La LPAG (2024) 

obliga a la Admi’nistración a promover de oficio la actividad probatoria 

cuando sea preciso, sin limitarse a lo q’ue las partes hayan decidido aportar. 

Eso mo’difica la función del ad’ministrado: su interve’nción activa no sólo lo 

am’para a él, sino qu’e mejora la calidad de la decisión fin’al, porque una 

res’olución construida sobre pruebas incompletas o c’onjeturas no es una 

decisión, es un riesgo institucionaliza’do. 

El derecho de defensa no nivela el terreno por cortesía: lo hace porque 

obliga. El municipio tiene que probar, argumentar y defender sus decisiones. 

El trabajador, por su parte, recibe herramientas concretas para hacer frente a 

imputaciones. Así es como funciona la equidad procesal. 

2.2.1.2.1. Oportunidad para presentar descargos 

Según Díaz García y Urzúa (2018), 

negar plazos razonables o bloquear la presentación de 

descargos vacía el procedimiento de contenido real y lesiona 

derechos fundamentales, comprometiendo el debido proceso 

administrativo (p. 200). 

 

2.2.1.2.2. Acceso a medios probatorios durante el proceso 

La LPAG establece que "la autoridad administrativa debe 

garantizar el acceso a los medios probatorios pertinentes, 

promoviendo la búsqueda de la verdad material aun de oficio, a fin de 

evitar decisiones arbitrarias" (Ministerio de Justicia y Derechos 

Humanos, 2024, p. 33). 
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2.2.1.2.3. Asesoría y representación en el procedimiento 

Díaz García y Urzúa (2018), destacan que: 

“La Administración está obligada a aplicar de manera 

uniforme los criterios establecidos en los procedimientos 

administrativos, garantizando la igualdad de trato y la 

predictibilidad de sus decisiones, evitando diferencias 

arbitrarias en casos similares”(Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos, 2024, p. 25). 

2.2.1.3. Imparcialidad de la autoridad 

 

El debido proceso no se sostiene sin imparcialidad. Cuando una autoridad 

administrativa decide con un conflicto de interés de por medio —familiar, 

político, o de cualquier otro tipo—, el resultado deja de ser una decisión y 

pasa a ser un veredicto condicionado. Por eso la LPAG (2024) obl’iga a las 

aut’oridades a actuar con ple’na objetividad y a absten’erse cuando la 

neutrali’dad se vea comprom’etida. No es un formalis’mo la abstenc’ión, sino la 

estructura que sostiene la confi’anza en la función administr’ativa y que 

ga’rantiza que las decisiones disciplina’rias se susten’ten en pruebas y en 

criterios jurí’dicos, no en lealt’ades. 

La imparcialidad no es sólo que el funciona’rio no tome pa’rtido. Exige, 

además, que cad’a decisión se sustente en hech’os probados y normas precisas: 

la motivac’ión del acto debe mostrar un razonamiento comprobable, no una 

intuición envuelta en formali’dad. Gardella (2020) lo plantea más 

amplia’mente: la im’parcialidad adminis’trativa necesita una cultura éti’ca de la 

probid’ad donde objetividad, equidad y transpare’ncia no sean decla’raciones 

de int’ención, sino el eje que atraviese la actua’ción pública de pri’ncipio a fin. 

Ade’más, la imparcia’lidad está estrec’hamente lig’ada a la confi’anza 

ciudadana. Cuan’do los trabajadores per’ciben que las sanc’iones son producto 

de motivos person’ales o pol’íticos, no sólo se vulnera el derecho ind’ividual al 

debido proceso, sino que también se erosiona la legitimidad de la institución 

municipal en su conjunto. Por el contrario, cuando las decisiones son 

imparciales y se basan en pruebas objetivas, se refuerza la credibilidad de la 

autoridad y se asegura que las sanciones disciplinarias cumplan su función de 
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corregir conductas y proteger el interés público, sin transformarse en 

instrumentos de persecución o arbitrariedad. 

 

 

2.2.1.3.1. Designación objetiva de los responsables del proceso 

La LPAG establece que “los funcionarios deben abstenerse de 

participar en los procedimientos cuando exista causal objetiva que 

comprometa su imparcialidad, asegurando designaciones fundadas en 

competencia y neutralidad” (Ministerio de Justicia y Derechos 

Humanos, 2024, p. 41). 

 

2.2.1.3.2. Ausencia de favoritismos o conflictos de interés 

Gardella (2020) afirma que: 

“La imparcialidad administrativa requiere no solo la ausencia 

de conflictos de interés, sino también el desarrollo de una 

cultura ética de probidad, que impida favoritismos y asegure 

decisiones orientadas exclusivamente al interés público” 

(p. 28). 

 

 

2.2.1.3.3. Fundamentación de las decisiones en pruebas objetivas 

Robles-Pagador y Ventura-González (2024) sostienen que “una 

resolución fundamentada en pruebas objetivas legitima la decisión 

administrativa, permite su control judicial y protege los derechos de 

los trabajadores frente a la arbitrariedad” (p. 342). 

 

2.2.2. Procedimiento administrativo disciplinario (Y) 

El procedimiento administrativo disciplinario se entiende como una serie de 

actuaciones sujetas a regulación legal, a través de las cuales la Administración 

Pública analiza, desarrolla y, de ser el caso, sanciona las faltas cometidas por los 

servidores en el ejercicio de sus funciones. Se trata de un instrumento de control 

interno cuyo objetivo principal es garantizar la observancia de los deberes propios de 

la función pública, asegurar la probidad administrativa y fortalecer la confianza 

ciudadana en las instituciones del Estado. Como ex’plican Balcázar-Chu’quipiondo, 

Rojas-Luján, Yache-Cuenca y Rafael-Rubio (2023), el procedimiento disciplinario 
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no puede enten’derse como una mera facul’tad de sanción, sino como un mecani’smo 

sujeto a límites constitu’cionales y legales, dentro de los cua’les el debido proceso 

cumple un r’ol central para evi’tar arbitrariedades. 

Mondragón-Dua’rte (2020) ubica al derecho administ’rativo disciplina’rio dentro 

del derecho admin’istrativo sancionador por una raz’ón muy precisa, ya que comparte 

con el derech’o penal su carácter restrictivo de derechos. Por eso, los principios de 

legalidad, proporc’ionalidad, culpabi’lidad, tipicidad y raz’onabilidad no son 

opcionales en este ámbito, sino exigibles. Las san’ciones deben ser para faltas ya 

tipific’adas y las decisiones deben basarse en motiv’aciones objeti’vas y verificables. 

El procedi’miento disciplinario, ente’ndido así, no se agota en corregir condu’ctas: 

tiene también una función gar’antista, pues limita la discrecion’alidad de la autoridad 

municipal y protege derechos fundamentales frente a actuaciones que, sin ese marco, 

quedarían libradas al ar’bitrio. 

La legislación perua’na regula este pro’ceso de manera bastante precis’a media’nte 

la Ley del Procedimi’ento A’dministrativo General (Ley N.º 27444, TUO) que 

establece eta’pas, pla’zos, recursos y principios rectores (Ministerio de Justicia y 

Derechos Humanos, 2024). Para los org’anismos municipales, el proces’o actúa como 

un freno al c’riterio person’al del goberna’nte: las sancion’es disciplinarias quedan 

sujetas a normas estable’cidas previamente y no de’penden ya de decisiones 

discrecionales. Robles-Pagador y Ventura-González (2024) apuntan que la 

motivación de las resoluc’iones disciplina’rias constitu’ye un requis’ito de val’idez 

sustantiva —no una formalidad tramitista— porque sin ella se cierra la posibilidad 

real de control en sede administrativa y judici’al. 

Pero la literatura no sólo describe el marco normativo, sino que también muestra 

sus fisuras. De acuerdo con Balcázar-Chuquipiondo y cols. (2023), en varios 

contextos latinoamericanos se aplican sanciones fuera de plazos razonables, con 

acceso restringido a las pruebas y resoluciones que apenas respaldan sus propias 

conclusiones. El resultado es indefensión y una erosión de la credibilidad 

institucional. En el ámbito municipal, el problema asume otra textura: la cercanía 

entre la autoridad y los trabajadores no sólo propicia la parcialidad sino que convierte 

al régimen disciplinario en instrumento de presión o de represalia. 
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El procedimiento administrativo disciplinario no es un trámite formal. Es, por 

encima de todo, un mecanismo para compatibilizar dos exigencias simultáneas y 

difícil’mente desligables: que la gestión pública se cond’uzca con legalidad y 

eficiencia, y que los trabajad’ores puedan af’rontar cualquier proceso con to’das sus 

garan’tías procesales intac’tas. Cuando se da esa d’oble c’ondición, los proc’edimientos 

disciplinarios en el ám’bito mun’icipal dejan de ser instancias de control burocrático 

y se convierten en el piso sobre el cual descansa la legit’imidad institu’cional y la 

confianza ciuda’dana. 

 

2.2.2.1. Inicio del procedimiento 

El inicio del pro’cedimiento admin’istrativo disciplin’ario no es un 

trámite menor, es el momento en que la investigación adquiere exist’encia 

formal y los dere’chos de las pa’rtes quedan’ defini’dos. Mondra’gón-Duarte 

(2020) advierte que esta etapa no sólo tiene una función admin’istrativa, 

sino que asegura el cumplim’iento de los principios de leg’alidad y debid’o 

proceso. Sin este punto de partida oficial, cua’lquier actuación posterior 

respecto a la infracción funcional que se atribuye al trabajador, carecería 

de sustento jurídico. 

No es un te’cnicismo que el admi’nistrado sepa exactamente de qu’é se le 

acusa; es la condición mí’nima para que pueda defenderse. Se’gún Balc’ázar-

Chuquipiondo et al. (2023), para que esto suceda es indis’pensable que la 

informac’ión de los cargos se entregue oport’una y precis’amente, pues de 

esta mane’ra el interesado cu’enta, desde el principio, con datos completos 

y fiables. Una desc’ripción imprecisa de la falta, en cam’bio, no sólo crea 

confusión, sino que abre las puertas a la ind’efensión. Pero la transparencia 

del proceso no se agota en esa primera comunicación. Robles-Pagador y 

Ventura-González (2024) destacan que la documentación del inicio del 

procedimiento permite una trazabilidad administrativa que asegura la 

formalización de cada actuación y su disponibilidad para su revisión en vía 

de apelación o control judicial. 

La etapa de inicio no es un mero trámite burocrático. Establece las bases 

del procedimiento disciplinario integral, y con ello define si el proceso 
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merece o no la confianza de quienes están sometidos a la gestión 

municipal. 

 

 

2.2.2.1.1. Notificación clara y oportuna de los cargos 

Para que el administrado conozca las imputaciones que se le 

formulan y pueda ejercer su derecho de defensa en plenas garantías, 

la notificación debe ser clara y oportuna (Balcázar-Chuquipiondo y 

otros, 2023, p. 7). 

 

2.2.2.1.2. Precisión en la descripción de la falta imputada 

Según Robles (2024) menciona que: 

Describir con precisión la falta imputada no es un 

formalismo: es lo que permite al administrado comprender la 

conducta que se le atribuye, elimina ambigüedades y obliga 

a la investigación a basarse en hechos concretos y no en 

suposiciones. 

 

2.2.2.1.3. Registro documentado del inicio del proceso 

La formalización del inicio del procedimiento garantiza la 

transparencia y trazabilidad de las actuaciones, facilitando los 

controles internos y cualquier revisión judicial posterior 

(Mondragón-Duarte, 2020, p. 110). 

 

2.2.2.2. Instrucción del procedimiento 

En la fase de instrucción del proceso disciplinario, la autoridad 

administrativa procede a recopilar y analizar las pruebas, investigando con 

objetividad y rigor los hechos que se imputan. Su obje’tivo: sust’entar la 

decisión fin’al en evidencia concre’ta, no en presunc’iones (Mondra’gón-

Duarte, 2020). Balcázar-Ch’uquipiondo et al. (2023) añad’en que esta e’tapa 

debe ser cumplida respetando estrictamente los plazos legales, pues una 

instrucción que se extienda sin causa no sólo pierde diligencia, sino que 

extiende innecesariamente la incertidumbre del trabajador. 
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La legit’imidad del procedim’iento está en buena medida defin’ida por la 

recol’ección de pruebas. La autorida’d instructo’ra debe re’cabar todos los 

elementos pertin’entes: los que propor’cione la parte inve’stigada y los que 

pueda obten’er de oficio, con el único fi’n de diluci’dar los hechos de manera 

objetiva (Minis’terio de Justicia y Der’echos Hu’manos, 2024). Sin esa 

exhaustividad, el expediente está cojo antes de empezar. Ahora bien, 

recabar pruebas no es suficiente si la actuación de la autoridad opera en 

penumbra. La transparencia del instructor es lo que hace del procedimiento 

un mecanismo real de justicia y equidad, y lo que mantiene la confianza del 

trabajador en que sus derechos serán respetados (Robles-Pagador & 

Ventura-González, 2024). 

La instrucción es la columna vertebral del procedimiento disciplinario: 

de su rigor depende la solidez de la resolución y la efectiva protección tanto 

de los derechos del administrado como de la propia legitimidad municipal. 

 

 

2.2.2.2.1. Cumplimiento de plazos legales establecidos 

“La autoridad instructora está obligada a respetar los plazos 

legales, conduciendo la investigación con diligencia y evitando 

dilaciones que vulneren los derechos del administrado” (Ministerio 

de Justicia y Derechos Humanos, 2024, Art. 136). 

 

2.2.2.2.2. Recolección adecuada y suficiente de pruebas 

Balcázar et al. (2023) menciona que 

La autoridad que instruye debe reunir toda la prueba 

disponible, la aportada por las partes y la recabada de oficio, 

para poder dilucidar los hechos con objetividad y no resolver 

sobre conjeturas o vacíos probatorios. 

 

2.2.2.2.3. Transparencia en la actuación de la autoridad instructora 

“Cuando la autoridad instructora actúa con transparencia, no 

solo genera confianza en el procedimiento por parte del 

administrado, sino que éste sabe que sus derechos se mantendrán 
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intactos a lo largo de toda la fase investigativa” (Robles-Pagador & 

Ventura-González, 2024, p. 342). 

 

2.2.2.3. Resolución del procedimiento 

La resolución del proceso disciplinario es la etapa final, en la cual la 

autoridad administrativa decide si existe o no la falta y cuál es la sanción 

correspondiente. La fundamentación jurídica de esa decisión, tal como lo 

indica Mondragón-Duarte (2020), no es un formalismo menor, sino lo que 

asegura la legitimidad, coherencia y control judicial del acto 

administrativo. Bal’cázar-Chuquipiondo y otros (2023) agregan que la 

congru’encia entre los hech’os probados y la sanc’ión impuesta es 

indispensable par’a que las medidas sean proporcio’nadas. Sin ella, el límite 

que separa la disciplina legítima del exceso arbitrario se vuelve 

peligrosa’mente delgado. 

Accesorio: permite al admini’strado impugnar la reso’lución ante 

instancias superiores y corregir err’ores materiales o de inter’pretación, 

consol’idando el debido proc’eso como garantía real (Robles-Pagador & 

Ventura-González, 2024). De este modo, la función de la reso’lución 

disciplinaria es dob’le: sancionar la conduc’ta indebida y, al mismo tiempo, 

gar’antizar la confianza en la institu’ción, siempre que las deci’siones se 

basen en pruebas objetivas, criterios legales precisos y respeto efectivo a 

los derechos funda’mentales del trabajador. 

Las tres dimensi’ones del proceso d’isciplinario — inicio, instr’ucción y 

resolución— no se con’figuran como mom’entos aislados, sino como un 

engran’aje que equil’ibra el control funci’onal con las g’arantías para el 

administrado. No es un orden burocrático: es la columna vertebral de una 

gest’ión municipal al serv’icio de la legalidad, la transpare’ncia y la justicia 

administrativa. 

2.2.2.3.1. Fundamentación jurídica en la decisión final 

“Toda decisión requiere de un sustento normativo y 

principiológico aplicable, para que la decisión final sea coherente 

con el marco legal y los hechos acreditados” (Mondragón-Duarte, 

2020, p. 115). 
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2.2.2.3.2. Congruencia entre los hechos probados y la sanción 

Según Robles-Pagador (2024) men’ciona que: 

Toda pe’na debe ser prop’orcional a la conducta co’mprobada. 

Sin esa correspond’encia entre hecho probado y medida 

impuest’a, la decisión deja de ser adminis’trativa’ y se 

convierte en arbitrariedad con sello ofi’cial. 

 

2.2.2.3.3. Posibilidad de interponer recursos de apelación. 

Los rec’ursos de apelac’ión no sólo permi’ten que el adm’inistrado 

impugne una resolución, sino que gara’ntizan un contr’ol externo 

sobre la le’galidad y correc’ción del procedim’iento disciplinario 

(Balcázar-Chuquipion’do et al., 2023, p. 10). 

 

2.3. Bases filosóficas 

Debido proceso 

El debido proceso no es únicamente una categoría jurídica; además, representa el 

límite mínimo q’ue distingue la sanción legíti’ma de la aplicación arbitraria del poder. Su 

función no ter’mina al exigir que las decisiones administ’rativas estén en el ordena’miento, 

sino al asegurar que ninguna persona sufra consecuencias discipl’inarias sin la presencia 

de legalidad, c’ontradicción y un’a posibilidad real de defenderse. Esto to’ma una 

dimensión extra a partir de la teorí’a de los princi’pios de Robert Alexy. Los derechos 

funda’mentales —incluyendo el debido pr’oceso— funcionan como mandatos de 

optimización que de’ben considerarse frente a otr’os bienes jurídicos en caso de con’flicto, 

lo que excluye tanto la aplicación meram’ente form’al como la absolutista. La 

proporcionalidad y la racio’nalidad no son elementos decorati’vos del razonamiento 

jurídico; constituyen su ese’ncia (Alexy, 2007). Esto tiene un impacto directo en la 

administración pública: aquí, la discrecionalidad se encuentra con una limita’ción 

material. Las sanciones pueden estar tipific’adas y ser ilegíti’mas si la forma en que se 

aplican no tiene en cuenta los criterios de justicia y razonabilidad o si las reglas se 

interpretan de manera sistemática en contr’a del emplea’’do. 

Gustav Radbruch lo expresó con una claridad que el tiempo no ha m’ermado: una 

norma sum’amente inju’sta deja de ser derecho, pues la legali’dad formal no puede 

separarse de la justi’cia ma’terial (Radbruch, 2019). Dicho en términos administrativos, 
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el debido proceso no es sólo una exigencia l’egal. Responde, en prim’er lugar, a la 

necesidad de pro’teger al trabaja’dor frente al abuso de po’der, ese riesgo real de ser 

reducido a objeto de contr’ol jerárquico, si’n voz ni contrapeso. Y ahí est’á su peso: el 

debido proceso fu’nciona como el punto’ de equilib’rio entre la potestad sancio’nadora del 

Estado y la dignidad de la p’ersona, y se conecta directame’nte con una visión 

iusnatur’alista donde la justicia an’tecede y supera la mera val’idez formal de las norm’as. 

Javier Vega (2018) lo plantea sin ta’pujos, el análisis del de’bido proceso no pu’ede 

qued’arse en el plano abstracto de su n’aturaleza normativa. Tiene que estar enraizada en 

contextos concretos, donde adquiere un c’arácter prag’mático y emancipado’r, si se quiere. 

It has visible consequ’ences in the municipal labour field. Violating procedural 

guara’ntees does not only viol’ate individual rights, it damages the institut’ional climate, 

weakens the legitimacy of authority, and breaks the tru’st that workers have in the 

administr’ation. When that trust is broken, it is not usually repaired by a subsequent 

administrative act. Due process ceases to be a formal proced’ure and becomes a 

struc’tural principle of administrative justice. 

Arcos-Cha’parro (2024) señala que el debido proceso se ha insta’lado de lleno en las 

relaciones lab’orales como condición sine qua non para la tipicidad de las sanci’ones, la 

motivación de las resol’uciones y la imparcia’lidad de los órganos decisores. Su función 

no es trabar la potestad disciplinaria sino dar’le base legítima. Visto desde el utilitarismo, 

el argumento es coherente: respetar el debido proceso genera confia’nza en la 

administración pública y em’puja a prácticas más justas y efici’entes, redun’dando en 

bienestar tanto individual como colectivo. Pero aquí ap’arece la clásica fisu’ra del 

enfoque. Ya Bentham y Mill advertían que el utilita’rismo puede sacrificar derechos 

individuales en el altar del beneficio social. Así pues, no se trata de inv’ocar el bien 

común, sino de establecer garantías concretas que prote’jan la dignidad de cada 

trabajador, por enci’ma de los cálculos agrega’dos. 

Procedimiento administrativo disciplinario 

Es un m’ecanismo de autorre’gulación, que en’cauza la con’ducta de los traba’jadores 

dentro de sus obl’igaciones labora’les, y los mantiene alin’eados con el interés 

insti’tucional. La legitim’idad teórica les viene de lejos. El contractua’lismo clásico 

(Hob’bes, Locke, Rousse’au) sostiene que el Estado na’ce de un pacto, cuyo p’ropósito es 

garanti’zar el or’den, la paz y los derechos. Con esa lógica, la disciplina administrativa 
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no es una arbitrar’iedad disfrazada de nor’ma, sino una respuesta cohe’rente frente a 

conductas que dete’rioran la eficien’cia del servicio pú’blico y comprom’eten el interés 

general. Eso sí: su validez depende de que la autoridad institucional no aplaste las 

garantías individuales. Si se ro’mpe este equilibrio, el instrumento se echa a perder. La 

sanción, en consecuencia, tiene finalidad correc’tiva y preventiva; nun’ca es un fin en sí 

misma. 

La te’oría trialis’ta del de’recho, formulad’a por Wer’ner Goldsc’hmidt y luego ampl’iada 

por Ciuro Caldani, requiere que cualquier fenómeno jurídico se lea desde tres ángulos 

simultáneam’ente: normativo, fác’tico y valorativo. No basta con pon’erla por escrito. 

Visto baj’o este ángulo, el procedimient’o disciplinar’io deja de ser un si’mple repertorio 

de reglas que ha’bilitan la potestad sancionad’ora para pasar a ser algo m’ás incómodo: un 

proceso qu’e se desa’rrolla en contextos re’ales, con person’as concretas, y que arrastra 

consigo valores co’mo la equidad, la proporcionalidad y la buena fe. Es la igno’rancia de 

esa carga axiológica la que convierte las decisi’ones administra’tivas en aplicaci’ón ciega 

de reglas. El análisis filosófico del procedimiento disciplinario obliga, pues, a integrar 

norma, hecho y valor para que la justicia material no quede sepulta’da bajo el 

form’alismo. 

Guibourg (2004) profundiza más: la filo’sofía del derecho laboral no a’dorna el 

razonamiento jurídico, sino que lo orienta. Y eso en ma’teria di’sciplinaria tiene un peso 

real, porque ’cada decisión afecta a la estabilidad y a la vida con’creta de algu’ien. A partir 

de ese mo’mento, el proceso discipl’inario deja de ser un mero trá’mite para transformarse 

en el ám’bito donde se ponen en tensión derechos fundame’ntal’es y obliga’ciones 

laboral’es, y donde una interpretación garantista no es una cuestión teórica sino un 

requisito democrá’tico. En la mi’sma dirección apu’nta la Suprema Co’rte de Justicia de la 

Nación (2025): buena fe, transparencia y garantías de defensa no son adornos del 

proc’eso, son la con’dición de su legitimidad. El poder disciplinario no se valida 

únicamente por te’ner respaldo legal, se val’ida -o se pierde- en la manera en que tr’ata a 

quien está sujeto a él. 

Desde la teoría crítica del derecho, Habe’rmas y Fouca’ult leen de otra for’ma el 

proceso discip’linario: no como garantía de orden, sino como escena donde el poder se 

ejerce y se just’ifica a sí mismo, reproduc’iendo j’erarquías q’ue casi siempre favore’cen a 

la autoridad. La señal más clara de ese p’roblema es el uso selecti’vo —ciertos 
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trabajadores sanciona’dos, otros intocables— que revela cómo el procedimiento puede 

operar como instrume’nto de control político o ad’ministrativo disfraz’ado de técnica 

jurídica. Por e’so la filosofía crítica no pide cam’bios men’ores: pide revisar de raíz estos 

mecani’smos para que dejen de ser correas de transmisión del poder y funcionen como 

espacios reales de justicia institu’cional. 
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2.4. Definición de términos básicos 

a) Debido proceso 

El debido proceso es, ante’ todo, un freno. Defiende al trabaj’ador de las decisio’nes 

punit’ivas y requiere que cualquier medid’a disciplinaria esté basada en normas 

pree’xistentes y no en el criterio subjet’ivo de quien detenta el poder. Esto sig’nifica 

dar oído al afectado, per’mitir que se defienda y que la resolución final provenga de 

una autoridad que no tenga inter’és en el resultado. Sin este contexto, el poder 

ad’ministrativo opera sin freno algu’no (Alexy, 2007). 

 

b) Principio de legalidad 

Ningun’a autoridad p’uede ir más allá de lo que la norma expresamente perm’ite. 

En ella está la médula del principio de legalidad y, con él, del Estad’o de derecho. En 

el terreno discipli’nario, esto significa una exigencia co’ncreta: cada sanción debe estar 

prevista en textos legales o reglamentari’os publicados antes del hecho, conocidos por 

los traba’jadores. Sin tal condición, no hay seguridad jurídica, sino solo arb’itrio 

disfrazado de procedimiento (Kelsen, 2008; Ra’dbruch, 2019). 

 

c) Derecho de defensa 

El d’erecho de defensa garantiza que el trabaj’ador sometido a proceso discip’linario 

pueda intervenir plena’mente en él, presentando descargos, accediendo y prod’uciendo 

pruebas, contando con ases’oría técnica o legal. Sin esta participa’ción, la 

admini’stración se vu’elve un poder sin contrapeso. No puede haber equi’librio. Por 

tanto, este derecho no es un mero requisito formal, sino una condic’ión de validez del 

prop’io procedi’miento, cuya violación traza por consec’uencia la nulidad de las 

decisiones ado’ptadas (Ferr’ajoli, 2001; Vega, 2018). 

 

d) Imparcialidad de la autoridad 

El director de un proce’dimiento disciplinari’o tiene la obli’gación de ser imparcial, 

de actuar con objet’ividad, sin favoritismos, pres’iones externas o confl’ictos de interés. 

Una sanción admi’nistrativa sólo es legítima cuando quien la r’esuelve lo hace 

basándose en prueb’as objetivas y verific’ables, no en crite’rios discrec’ionales. De esta 

forma, el trabajador queda protegido frente’ a juicios sesgad’os y el proceso conserva 

credib’ilidad —tanto instituc’ional como social— sin depen’der de la buena voluntad 

de nadie (G’uibourg, 2004; Fouca’ult, 2002). 
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e) Procedimiento administrativo disciplinario 

El proceso adminis’trativo disciplinario es el conju’nto de actos reglam’entados 

mediante los cu’ales la ad’ministración pública inve’stiga y sanciona conductas que 

violan normas internas o legales. No opera como un aparato punitivo, sino como un 

instru’mento de corrección y prev’ención: su brújula son los pri’ncipios de legalidad, 

defensa e imparcialidad. De esta forma, el procedimiento protege de man’era 

simultáne’a la eficiencia instit’ucional y los derechos del trabaja’dor, dos inter’eses que 

la práctica tiende a presen’tar como ant’agónicos (Golds’chmidt, 2002; SCJN, 2025). 

 

f) Inicio del procedimiento 

El inicio es la fase en la’ que se comunica forma’lmente al trabajador la ap’ertura 

del proceso disci’plinario, mediante una not’ificación de los cargos y una clara 

descripc’ión de la falta que se le imputa. En es’ta etapa se gar’antiza el dere’cho a ser 

informado, lo cual permite al trabajador preparar su def’ensa con tiempo y 

conocimient’o suficiente. Asimismo, el registro doc’umentado del inicio del proceso 

asegura transparencia, traz’abilidad y control en las actuaciones de la admin’istración 

(SCJN, 2025). 

 

g) Notificación clara y oportuna de los cargos 

La notifi’cación no es un trámite menor: es la gara’ntía de que el traba’jador sepa, 

con precisión, qué h’echos se le imputan y sobre qué respaldo normativo. Sin ese 

conocimiento previo, el derecho a la defen’sa queda vacío. Por ello debe pract’icarse 

dentro de los p’lazos legales, sin dilaciones que pro’duzcan sorpresas proc’esales. No 

cumplir con este requisito compromete la validez del procedimiento y abre la puerta 

a la nulidad de la s’anción (Radbr’uch, 2019). 

 

h) Precisión en la descripción de la falta imputada 

La acusa’ción ha de señalar la con’ducta concreta, las normas presun’tamente 

infring’idas y las circunstancias en que se prod’ujeron los hechos. Sin eso, el trabajador 

no pu’ede defenderse de algo que no entie’nde del todo. Y una desc’ripción vaga no 

sólo es un’a falta formal, compro’mete el prin’cipio de legalidad y de segu’ridad jurídica 

(Habermas, 1998). 
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i) Registro documentado del inicio del proceso 

Todo expedi’ente disc’iplinario requi’ere un registro f’ormal de su i’nicio; de lo 

contra’rio, la legalidad del acto adm’inistrativo se encuent’ra en duda. El registro 

perm’ite el segu’imiento del proceso, la veri’ficación de plazos y el control por’ parte 

de instancias superiores. Tambié’n cierra la puerta a decisiones arbi’trarias y so’stiene 

la transparencia instituci’onal” (SCJN, 2025). 

 

j) Instrucción del procedimiento 

La instr’ucción es el lugar donde las p’ruebas se re’únen, se presentan y adqui’eren 

peso para sost’ener la decisión final. No hay atajos: hay que aten’’erse a los plazos 

fija’dos, con participa’ción real de las partes y una au’toridad instructora ’que no se 

tome part’ido. Lo que se pret’ende es cons’truir un exped’iente só’lido, donde cada 

elemento de convicción tenga el mis’mo va’lor (Vega, 2018). 

 

k) Cumplimiento de plazos legales establecidos 

Los plazos p’rocesales no son burocrac’ia: son la diferencia entre un proc’edimiento 

útil y uno que agota al tra’bajador por agotamiento. Ignorarlos tiene conse’cuencias 

concretas: prescr’ipción de la falta, actuaci’ones administra’tivas sin efe’cto… Como 

bien lo for’muló Kelsen (2008), sin límites temporales el derecho pierde de 

operatividad. La pr’onta justicia no admite dilaciones ar’bitrarias. 

 

l) Recolección adecuada y suficiente de pruebas 

El po’der no puede limitarse a la ver’sión que más le interese, le c’orresponde el 

compromiso de re’u’nir todos los elementos que perm’itan recons’truir los hechos con 

objetividad. Esto implica tanto la p’rueba de cargo como la de d’escargo, sin dejar de 

lado la contra’dicción. Sin ese respaldo prob’atorio, una decisión disciplinaria no 

sola’mente es débil, sino ilegítim’a y lesiva del de’bido proceso (Fe’rrajoli, 2001). 

 

m) Transparencia en la actuación de la autoridad instructora 

La autoridad instr’uctora no puede funcionar a ciegas: sus actuac’iones deben ser 

transparen’tes, verific’ables y libres de sesgos. Los trab’ajadores tienen derecho a estar 

informados de cómo avanzan las dilig’encias y qué pruebas están pesa’ndo la bal’anza. 

El proce’dimiento pierde legit’imidad antes de conc’luir sin esa apertura (Foucault, 

2002). 
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n) Resolución del procedimiento 

La resol’ución pone fin al proceso: la autoridad adm’inistrativa deter’mina si el 

trabajador es respons’able o inocente y, en su caso, imp’one la sanción 

correspon’diente. No sólo hay que em’itirla sino que debe estar mo’tivada 

jurídicame’nte y estar basada en pruebas concr’etas. Su validez se pone en juego en la 

congruencia entre los hech’os probados y la ’decisión adoptada (Gu’ibourg, 2004). 

 

o) Fundamentación jurídica en la decisión final 

Cualquier reso’lución requi’ere dos bases: normas aplicables y hechos pro’bados. 

Sin esa base, la decisión pierde racionalida’d y legiti’midad y con ell’as, la posib’ilidad 

real de ser revi’sada por instancias supe’riores ante un recurso (Alexy, 2007). 

instancias superiores, si se prese’nta un r’ecurso (Alexy, 2007). 

 

p) Congruencia entre los hechos probados y la sanción 

La sanc’ión debe ser prop’orcional a lo que el expediente realm’ente acredita. 

Imponer un cast’igo severo por una falta men’or no sólo es un ex’ceso proc’esal, sino 

que es una contradicció’n directa a la justicia mate’rial y al pr’incipio de 

proporcio’nalidad (Rad’bruch, 2019). 

 

q) Posibilidad de interponer recursos de apelación 

El trabajador puede recur’rir cualq’uier san’ción disciplinaria ante un sup’erior. Este 

mecani’smo de revisión no es accesorio: cor’rige err’ores, cont’rola la legali’dad y sustenta 

la propia legitim’idad del sistema admi’nistrativo (Habe’rmas, 1998). 

 

2.5. Hipótesis de investigación 

2.5.1. Hipótesis general 

El debido proceso influye significativamente en el procedimiento 

administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad Distrital de 

Santa María – Huaura, 2025. 

 

2.5.2. Hipótesis específicas 

1. El principio de legalidad influye significativamente en el procedimiento 

administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad 

Distrital de Santa María – Huaura, 2025. 
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2. El derecho de defensa influye significativamente en el procedimiento 

administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad 

Distrital de Santa María – Huaura, 2025. 

3. La imparcialidad de la autoridad influye significativamente en el 

procedimiento administrativo disciplinario de los trabajadores en la 

Municipalidad Distrital de Santa María – Huaura, 2025. 

 

2.6. Operacionalización de las variables 

Tabla 1 

Operacionalización de las variables 
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VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES ESCALA 

 

 

(X) 

Debido proceso 

 

X.1.- Principio de 

legalidad 

X.1.1.- Existencia de normas 

claras y publicadas. 

X.1.2.- Aplicación uniforme de la 

normativa en los procesos. 

X.1.3.- Conocimiento de los 

trabajadores sobre la 

normatividad vigente. 

 

 X.2.- Derecho de defensa   

  

 

 

 

X.3.- Imparcialidad de la 

autoridad 

X.2.1.- Oportunidad para 

presentar descargos. 

X.2.2.- Acceso a medios 

probatorios durante el proceso. 

X.2.3.- Asesoría y representación 

en el procedimiento. 

 

  
X.3.1.- Designación objetiva de 

los responsables del proceso. 

X.3.2.- Ausencia de favoritismos 

o conflictos de interés. 

X.3.3.- Fundamentación de las 

decisiones en pruebas objetivas. 

 

Escala de Likert: 

 

 

Totalmente en 

desacuerdo 

En desacuerdo 

Ni acuerdo ni en 

desacuerdo 

De acuerdo 

Totalmente de 

acuerdo 

 

(Y) 

Procedimiento 

administrativo 

disciplinario 

 

 

Y.1.- Inicio del 

procedimiento 

 

Y.1.1.- Notificación clara y 

oportuna de los cargos. 

Y.1.2.- Precisión en la 

descripción de la falta imputada. 

Y.1.3.- Registro documentado 

del inicio del proceso. 

 Y.2.- Instrucción del 

procedimiento 

 

 

 

Y.3.- Resolución del 

procedimiento 

 

Y.2.1.- Cumplimiento de plazos 

legales establecidos. 

Y.2.2.- Recolección adecuada y 

suficiente de pruebas. 

Y.2.3.- Transparencia en la 

actuación de la autoridad 

instructora. 

 

   

Y.3.1.- Fundamentación jurídica 

en la decisión final. 

Y.3.2.- Congruencia entre los 

hechos probados y la sanción. 

Y.3.3.- Posibilidad de interponer 

recursos de apelación. 
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CAPÍTULO III. METODOLOGÍA 

 

 
3.1. Diseño metodológico 

Tipo de Investigación 

Se clasificó como básica o fundamental, ya que buscaba profundizar en el 

conocimiento de un área específica sin preocuparse por su aplicación práctica 

inmediata. Además, adoptó un enfoque descriptivo, proporcionando información 

detallada sobre las variables estudiadas, utilizando principalmente métodos 

cuantitativos. El diseño utilizado fue no experimental, transaccional y correlacional, 

centrándose en la relación entre variables sin manipular directamente ninguna de ellas. 

Esto se pudo visualizar en la figura que se presentó a continuación: 

 

 

Simbología: 
 

N = Población 

Ox = Observación a la variable independiente. 

Oy = Observación a la variable dependiente. 

r = Relación entre variables. 

 

 

Método de Investigación 

Método Científico. 

 

 

Estrategia procedimiento de contratación de hipótesis 

Para el contraste de hipótesis se aplicaron criterios analíticos apoyados en técnicas de 

correlación, abordando los datos tanto desde una perspectiva descriptiva como 

comparativa, con la finalidad de identificar la intensidad del vínculo entre las variables 

estudiadas. A modo de cierre, los resultados fueron examinados mediante un 
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procedimiento estadístico basado en coeficientes de correlación, lo que permitió precisar 

el nivel de asociación existente.n. 

 

3.2. Población y muestra 

3.2.1. Población 

La Municipalidad Distrital de Santa María contaba con 78 trabajadores al momento 

del estudio, quienes constituyeron el universo poblacional. 

 

Según Córdoba (2009), la población es el conjunto definido de unidades de 

observación con características comunes, designado con la letra N. 

 

3.2.2. Muestra 

Debido al tamaño reducido de la población, se optó por un estudio censal en el que 

el instrumento se aplicó a todos los miembros del grupo. Esto garantizó que los 

resultados reflejaran con exactitud al conjunto estudiado. Hernández, Fernández y 

Baptista (2014) señalan que un censo consiste en recopilar información de todos los 

elementos de una población cuando esta es pequeña y accesible, lo cual elimina el 

error de muestreo. 

 

La muestra quedó conformada, entonces, por los 78 trabajadores de la 

Municipalidad Distrital de Santa María. 

 

3.3. Técnicas de recolección de datos 

 

Técnicas: 

▪ Análisis documental 

 

▪ Observación 

 

▪ Encuesta 

 

 

Instrumentos: 

▪ Fichas bibliográficas, hemerográficas y de investigación 

 

▪ Guía de observación 
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▪ Cuestionario 

 

3.4. Técnicas para el procedimiento de la información 

Para el trabajo documental se revisaron fuentes bibliográficas, publicaciones 

especializadas y portales de Internet vinculados directamente al tema de estudio. 

 

La entrevista —con un cuestionario elaborado por el tesista para esta 

investigación— permitió recopilar información sobre cada aspecto de la variable. Las 

preguntas apuntaron a datos concretos que ayudaron a identificar las deficiencias en la 

variable dependiente. 

 

La observación, por su parte, fue la técnica que más información contextual aportó. 

A través de ella se entendieron los procesos y las relaciones entre personas, las 

situaciones en que esas relaciones ocurrieron y los eventos que se fueron desarrollando 

con el tiempo. También hizo posible reconocer patrones de conducta y ubicar 

problemas dentro de los contextos sociales y culturales en que tuvieron lugar las 

experiencias registradas. 

 

a) Ficha técnica de instrumentos 

La encuesta incluyó preguntas sobre ambas variables; la medición se realizó con 

la Escala de Likert, cuyos valores van del 1 al 5. 

 

b) Administración de los instrumentos y obtención de los datos 

Para recopilar la información se diseñó un cuestionario que fue validado por 

especialistas en el área, quienes evaluaron si el instrumento era aplicable o requería 

ajustes antes de su aplicación definitiva. La confiabilidad del cuestionario se 

estableció mediante pruebas piloto aplicadas en repetidas ocasiones a la muestra 

seleccionada, lo que permitió verificar la precisión del instrumento; en los casos 

necesarios se recurrió al coeficiente Alfa de Cronbach. La administración del 

cuestionario contó con el apoyo del personal involucrado en el estudio, cuya 

colaboración fue clave para completar la recopilación de datos dentro de los plazos 

establecidos. 
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Análisis estadístico 

El procesamiento de datos se realizó con SPSS 25.0. Este programa permitió generar 

los gráficos y figuras necesarios para interpretar los resultados, contrastar las hipótesis 

planteadas y alcanzar las conclusiones que dan respuesta a los objetivos de la 

investigación. 

 

Formulación del modelo 

a. Hipótesis Nula. 

 

Se asume la ausencia de variaciones estadisticamente relevantes entre los datos 

evaluados. 

 

b. Hipótesis alterna. 

 

Se plantea la existencia de variaciones estadísticamente significativas entre los datos 

analizados. 

 

c. Recopilación de la información y cálculo de los parámetros estadísticos. 

Los datos fueron obtenidos después de aplicar los procedimientos establecidos 

a cada grupo de estudio; posteriormente, la información recopilada fue organizada 

y analizada mediante el uso de herramientas estadísticas especializadas. 

 

d. Decisión estadística. 

 

La decisión estadística surgió de comparar el estadístico de prueba calculado 

con el valor crítico obtenido de las tablas correspondientes a esa distribución. 

Cuando el estadístico calculado cae dentro de la región de rechazo, se rechaza la 

hipótesis nula. Si queda fuera de esa región, se acepta. En síntesis: 

Si: F0 > Fα, a–1, N–a se rechaza 
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CAPÍTULO IV. RESULTADOS 

4.1. Análisis de resultados 

Tabla 2 

Debido proceso 
 

   

Frecuencia 

 

Porcentaje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido Totalmente en 

desacuerdo 

6 7,7 7,7 7,7 

 En desacuerdo 34 43,6 43,6 51,3 

 Ni acuerdo ni en 

desacuerdo 

28 35,9 35,9 87,2 

 De acuerdo 10 12,8 12,8 100,0 

 Total 78 100,0 100,0  

 

Para ilustrar lo anterior de forma clara, se incluye la siguiente figura: 

 

 

Figura 1. Debido proceso 

En la figura 1, se visualiza que el 43,6 % (34) de los trabajadores de la Municipalidad 

Distrital de Santa María señaló estar en desacuerdo respecto al debido proceso. 

Seguidamente, el 35,9 % (28) indicó que ni está de acuerdo ni en desacuerdo, mientras que 

el 12,8 % (10) manifestó estar de acuerdo. Finalmente, el 7,7 % (6) expresó estar totalmente 

en desacuerdo con el debido proceso. 
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Tabla 3 

Principio de legalidad 
 

 

Frecuencia 

 

Porcentaje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido Totalmente en 

desacuerdo 

7 9,0 9,0 9,0 

 En desacuerdo 18 23,1 23,1 32,1 

 Ni acuerdo ni en 

desacuerdo 

36 46,2 46,2 78,2 

 De acuerdo 7 9,0 9,0 87,2 

 Totalmente de 

acuerdo 

10 12,8 12,8 100,0 

 Total 78 100,0 100,0  

 

Para ilustrar lo anterior de forma clara, se incluye la siguiente figura: 

 

 

Figura 2. Principio de legalidad 

En la figura 2, se visualiza que el 46,2 % (36) de los trabajadores de la Municipalidad 

Distrital de Santa María indicó que ni está de acuerdo ni en desacuerdo respecto al principio 

de legalidad. Seguidamente, el 23,1 % (18) señaló estar en desacuerdo, mientras que el 

12,8 % (10) manifestó estar totalmente de acuerdo. Asimismo, un 9,0 % (7) evidenciaron un 

totalmente en desacuerdo, y un 9,0 % (7) indicó estar de acuerdo con el principio de 

legalidad. 
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Tabla 4 

Derecho de defensa 
 

   

Frecuencia 

 

Porcentaje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido Totalmente en 

desacuerdo 

7 9,0 9,0 9,0 

 En desacuerdo 21 26,9 26,9 35,9 

 Ni acuerdo ni en 

desacuerdo 

33 42,3 42,3 78,2 

 De acuerdo 7 9,0 9,0 87,2 

 Totalmente de 

acuerdo 

10 12,8 12,8 100,0 

 Total 78 100,0 100,0  

 

Para ilustrar lo anterior de forma clara, se incluye la siguiente figura: 

 

 

Figura 3. Derecho de defensa 

En la figura 3, se visualiza que el 42,3 % (33) de los trabajadores de la Municipalidad 

Distrital de Santa María indicó que ni está de acuerdo ni en desacuerdo respecto al derecho 

de defensa. Seguidamente, el 26,9 % (21) señaló estar en desacuerdo, mientras que el 12,8 % 

(10) manifestó estar totalmente de acuerdo. Asimismo, un 9,0 % (7) Manifestó un totalmente 

en desacuerdo, y un 9,0 % (7) indicó estar de acuerdo con el derecho de defensa. 
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Tabla 5 

Imparcialidad de la autoridad 
 

 

Frecuencia 

 

Porcentaje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido Totalmente en 

desacuerdo 

19 24,4 24,4 24,4 

 En desacuerdo 18 23,1 23,1 47,4 

 Ni acuerdo ni en 

desacuerdo 

26 33,3 33,3 80,8 

 De acuerdo 15 19,2 19,2 100,0 

 Total 78 100,0 100,0  

 

Para ilustrar lo anterior de forma clara, se incluye la siguiente figura: 

 

 

Figura 4. Imparcialidad de la autoridad 

En la figura 4, se visualiza que el 33,3 % (26) de los trabajadores de la Municipalidad 

Distrital de Santa María manifiestá que ni está de acuerdo ni en desacuerdo respecto a la 

imparcialidad de la autoridad. Seguidamente, el 24,4 % (19) manifestó estar totalmente en 

desacuerdo, mientras que el 23,1 % (18) señaló estar en desacuerdo. Por otro lado, el 19,2 % 

(15) expresó estar de acuerdo con la imparcialidad de la autoridad. 
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Tabla 6 

Procedimiento administrativo disciplinario 
 

   

Frecuencia 

 

Porcentaje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje a 

cumulado 

Válido En desacuerdo 34 43,6 43,6 43,6 

 Ni acuerdo ni en 

desacuerdo 

31 39,7 39,7 83,3 

 De acuerdo 6 7,7 7,7 91,0 

 Totalmente de 

acuerdo 

7 9,0 9,0 100,0 

 Total 78 100,0 100,0  

 

Para ilustrar lo anterior de forma clara, se incluye la siguiente figura: 

 

 

Figura 5. Procedimiento administrativo disciplinario 

En la figura 5, se visualiza que el 43,6 % (34) de los trabajadores de la Municipalidad 

Distrital de Santa María señaló estar en desacuerdo respecto al procedimiento administrativo 

disciplinario. Seguidamente, el 39,7 % (31) indicó que ni está de acuerdo ni en desacuerdo, 

mientras que el 9,0 % (7) manifestó estar totalmente de acuerdo. Finalmente, el 7,7 % (6) 

expresó estar de acuerdo con el procedimiento administrativo disciplinario. 
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Tabla 7 

Inicio del procedimiento 
 

 

Frecuencia 

 

Porcentaje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido Totalmente en 

desacuerdo 

7 9,0 9,0 9,0 

 En desacuerdo 37 47,4 47,4 56,4 

 Ni acuerdo ni en 

desacuerdo 

9 11,5 11,5 67,9 

 De acuerdo 15 19,2 19,2 87,2 

 Totalmente de acuerdo 10 12,8 12,8 100,0 

 Total 78 100,0 100,0  

 

Para ilustrar lo anterior de forma clara, se incluye la siguiente figura: 

 

 

Figura 6. Inicio del procedimiento 

En la figura 6, se visualiza que el 47,4 % (37) de los trabajadores de la Municipalidad 

Distrital de Santa María señaló estar en desacuerdo respecto al inicio del procedimiento. 

Seguidamente, el 19,2 % (15) manifestó estar de acuerdo, mientras que el 12,8 % (10) indicó 

estar totalmente de acuerdo. Asimismo, el 11,5 % (9) expresó que ni está de acuerdo ni en 

desacuerdo, y finalmente el 9,0 % (7) señaló estar totalmente en desacuerdo con el inicio del 

procedimiento.. 
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Tabla 8 

Instrucción del procedimiento 
 

 

Frecuencia 

 

Porcentaje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje a 

cumulado 

Válido Totalmente en 

desacuerdo 

11 14,1 14,1 14,1 

 En desacuerdo 21 26,9 26,9 41,0 

 Ni acuerdo ni en 

desacuerdo 

29 37,2 37,2 78,2 

 De acuerdo 3 3,8 3,8 82,1 

 Totalmente de acuerdo 14 17,9 17,9 100,0 

 Total 78 100,0 100,0  

 

Para ilustrar lo anterior de forma clara, se incluye la siguiente figura: 

 

 

Figura 7. Instrucción del procedimiento 

En la figura 7, se visualiza que el 37,2 % (29) de los trabajadores de la Municipalidad 

Distrital de Santa María indicó que ni está de acuerdo ni en desacuerdo respecto a la 

instrucción del procedimiento. Seguidamente, el 26,9 % (21) señaló estar en desacuerdo, 

mientras que el 17,9 % (14) manifestó estar totalmente de acuerdo. Asimismo, el 14,1 % 

(11) expresó estar totalmente en desacuerdo, y finalmente el 3,8 % (3) indicó estar de 

acuerdo con la instrucción del procedimiento.. 
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Tabla 9 

Resolución del procedimiento 
 

 

Frecuencia 

 

Porcentaje 

Porcentaje 

válido 

Porcentaje 

acumulado 

Válido En desacuerdo 20 25,6 25,6 25,6 

 Ni acuerdo ni en 

desacuerdo 

35 44,9 44,9 70,5 

 De acuerdo 10 12,8 12,8 83,3 

 Totalmente de 

acuerdo 

13 16,7 16,7 100,0 

 Total 78 100,0 100,0  

 

Para ilustrar lo anterior de forma clara, se incluye la siguiente figura: 

 

 

Figura 8. Resolución del procedimiento 

En la figura 8, se visualiza que el 44,9 % (35) de los trabajadores de la Municipalidad 

Distrital de Santa María indicó que ni está de acuerdo ni en desacuerdo respecto a la 

resolución del procedimiento. Seguidamente, el 25,6 % (20) señaló estar en desacuerdo, 

mientras que el 16,7 % (13) manifestó estar totalmente de acuerdo. Finalmente, el 12,8 % 

(10) expresó estar de acuerdo con la resolución del procedimiento. 
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4.2. Contrastación de hipótesis 

Antes de aplicar cualquier prueba de inferencia estadística sobre las dos variables 

cuantitativas, fue necesario verificar si los datos seguían una distribución normal. Con 

ese fin se usó la prueba de Kolmogorov-Smirnov, que resulta apropiada cuando el 

tamaño de la muestra supera los 50 participantes, como ocurre en este estudio. 

Prueba de Normalidad de las variables Debido proceso y Procedimiento 

administrativo disciplinario 

Para verificar la normalidad de las variables debido proceso y procedimiento 

administrativo disciplinario, se aplicó la prueba de Kolmogorov-Smirnov, cuyo 

procedimiento se detalla a continuación: 

H0: Las puntuaciones obtenidas en las variables debido proceso y procedimiento 

administrativo disciplinario se distribuyen de forma normal. 

Ha: Las puntuaciones de dichas variables no presentan una distribución normal. 

a) α = 0,05 (nivel de significación del 5%); 

b) prueba de Kolmogorov-Smirnov. 

 

Tabla 10 

Prueba de normalidad de las variables Debido proceso y Perfil emprendedor 
 

Kolmogorov-Smirnov 

 Estadístico gl Sig. 

Debido proceso ,172 78 ,000 

Procedimiento administrativo 

disciplinario 

,144 78 ,000 

c) Regla de decisión: 

- cuando el p-valor es menor o igual a 0,05 se rechaza la hipótesis nula; si supera 

ese umbral, no se rechaza. 

 

Las variables debido proceso y procedimiento administrativo disciplinario arrojaron 

un p-valor de 0,000 en la prueba de normalidad, valor que cae por debajo del umbral de 

0,05. Se rechaza la hipótesis nula. Los datos no presentan distribución normal. 
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Hipótesis General 

 

Hipótesis Alternativa: El debido proceso influye significativamente en el procedimiento 

administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad Distrital de Santa 

María – Huaura, 2025. 

 

Hipótesis nula: El debido proceso no influye significativamente en el procedimiento 

administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad Distrital de Santa 

María – Huaura, 2025. 

 

Tabla 11 

El debido proceso y el procedimiento administrativo disciplinario 

 

    

 

 

 

Debido 

proceso 

Procedimie 

nto 

administrat 

ivo 

disciplinari 

o 

Rho de Spearman Debido proceso Coeficiente de 

correlación 

1,000 ,727** 

  P . ,000 

  N 78 78 

 Procedimiento 

administrativo 

disciplinario 

Coeficiente de 

correlación 

,727** 1,000 

P ,000 . 

  N 78 78 

**. Correlación significativa al 0,01 (dos colas).   

 

De la tabla 11, el análisis arrojó una correlación de r = 0.727 con un valor de p = 0.000 

(p < 0.05), resultado que lleva a rechazar la hipótesis nula. La hipótesis alternativa queda así 

respaldada, y los datos confirman estadísticamente que el debido proceso influye 

significativamente en el procedimiento administrativo disciplinario de los trabajadores en la 

Municipalidad Distrital de Santa María – Huaura, 2025. 

 

Exhibiendo una correlación positiva positiva alta. 
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Hipótesis Especifica 1 

 

 

Hipótesis Alternativa: El principio de legalidad influye significativamente en el 

procedimiento administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad Distrital 

de Santa María – Huaura, 2025. 

 

Hipótesis nula: El principio de legalidad no influye significativamente en el procedimiento 

administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad Distrital de Santa 

María – Huaura, 2025. 

 

Tabla 12 

El principio de legalidad y el procedimiento administrativo disciplinario 

 

    

 

 

Principio 

de 

legalidad 

Procedimie 

nto 

administrati 

vo 

disciplinari 

o 

Rho de Spearman Principio de 

legalidad 

Coeficiente de 

correlación 

1,000 ,717** 

  P . ,000 

  N 78 78 

 Procedimiento 

administrativo 

disciplinario 

Coeficientede 

correlación 

,717** 1,000 

P ,000 . 

  N 78 78 

**. Correlación significativa al 0,01 (dos colas).   

 

De la tabla 12, el análisis arrojó una correlación de r = 0.717 el valor p = 0.000 resultó 

menor al umbral establecido (p < 0.05), lo que llevó a rechazar la hipótesis nula y aceptar 

la alternativa. Con eso, es posible afirmar que el principio de legalidad influye 

significativamente en el procedimiento administrativo disciplinario de los trabajadores en 

la Municipalidad Distrital de Santa María – Huaura, 2025. 

 

Exhibiendo una correlación positiva positiva alta. 

. 
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Hipótesis Especifica 2 

 

 

Hipótesis Alternativa: El derecho de defensa influye significativamente en el 

procedimiento administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad Distrital 

de Santa María – Huaura, 2025. 

 

Hipótesis nula: El derecho de defensa no influye significativamente en el procedimiento 

administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad Distrital de Santa 

María – Huaura, 2025. 

 

Tabla 13 

El derecho de defensa y el procedimiento administrativo disciplinario 

 

    

 

 

 

Derecho de 

defensa 

Procedimie 

nto 

administrati 

vo 

disciplinari 

o 

Rho de Spearman Derecho de defensa Coeficiente de 

correlación 

1,000 ,718** 

  P . ,000 

  N 78 78 

 Procedimiento 

administrativo 

disciplinario 

Coeficiente de 

correlación 

,718** 1,000 

P ,000 . 

  N 78 78 

**. Correlación significativa al 0,01 (dos colas).   

 

De la tabla 13, el análisis arrojó un r = 0.718, el valor de significancia obtenido fue p = 

0.000, inferior al umbral de 0.05, por lo que se rechaza la hipótesis nula y se acepta la 

alternativa. Esto confirma estadísticamente que el derecho de defensa influye 

significativamente en el procedimiento administrativo disciplinario de los trabajadores en la 

Municipalidad Distrital de Santa María – Huaura, 2025. 

 

Exhibiendo una correlación positiva positiva alta.. 
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Hipótesis Especifica 3 

 

Hipótesis Alternativa: La imparcialidad de la autoridad influye significativamente en el 

procedimiento administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad Distrital 

de Santa María – Huaura, 2025. 

 

Hipótesis nula: La imparcialidad de la autoridad no influye significativamente en el 

procedimiento administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad Distrital 

de Santa María – Huaura, 2025. 

 

Tabla 14 

La imparcialidad de la autoridad y el procedimiento administrativo disciplinario 

 

    

 

 

Imparcialid 

ad de la 

autoridad 

Procedimie 

nto 

administrati 

vo 

disciplinari 

o 

Rho de Spearman Imparcialidad de la 

autoridad 

Coeficiente de 

correlación 

1,000 ,429** 

  P . ,000 

  N 78 78 

 Procedimiento 

administrativo 

disciplinario 

Coeficientede 

correlación 

,429** 1,000 

P ,000 . 

  N 78 78 

**. Correlación significativa al 0,01 (dos colas).   

 

De la tabla 14, el análisis arrojó un r = 0.429, el valor de significancia obtenido fue p = 

0.000 (p < 0.05), resultado que lleva a rechazar la hipótesis nula y a aceptar la alternativa. 

Los datos confirman estadísticamente que la imparcialidad de la autoridad influye 

significativamente en el procedimiento administrativo disciplinario de los trabajadores en la 

Municipalidad Distrital de Santa María – Huaura, 2025. 

 

Exhibiendo una correlación positiva moderada. 
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CAPÍTULO V. DISCUSIÓN 

 
5.1. Discusión de resultados 

 

Los resultados de la inferencia estadística muestran que el debido proceso influye de 

forma significativa en el procedimiento administrativo disciplinario de los trabajadores 

de la Municipalidad Distrital de Santa María – Huaura, 2025. La correlación de Spearman 

arrojó ρ = 0,727 con p < 0,01, exhibiendo una correlación positiva alta entre ambas 

variables —dato que respalda la hipótesis planteada en este trabajo. Este hallazgo sugiere 

que a mayor nivel de respeto y aplicación de las garantías del debido proceso, mayor es 

la eficacia, legitimidad y aceptación del procedimiento administrativo disciplinario por 

parte de los trabajadores. Este hallazgo es consistente con lo reportado por Pacheco 

(2024) quien encontró una correlación fuerte (r = 0,825) entre el procedimiento 

administrativo disciplinario y el derecho de defensa. Por su parte, Flores (2023) 

documentó una relación positiva significativa entre el debido proceso administrativo y el 

debido proceso disciplinario (r = 0,682; p = 0,000). Los dos estudios apuntan en un mismo 

sentido: el debido proceso cumple una función garantista y, al mismo tiempo, es 

determinante para que la potestad sancionadora de la administración pública adquiera 

legitimidad real. 

 

En lo que se refiere al principio de legalidad –primera de las dimensiones analizadas-, 

los resultados obtenidos muestran que este principio tuvo una influencia significativa 

sobre el procedimiento administrativo disciplinario. Se observó una alta correlación 

positiva entre ambas variables, con un coeficiente de correlación de Spearman de ρ = 

0,717 (p < 0,01). Este resultado muestra que el respeto a la normativa vigente, la 

observancia estricta de los plazos legales, la correcta tipificación de las faltas y la debida 

notificación de los actos administrativos son elementos esenciales para asegurar un 

procedimiento disciplinario válido y confiable. Estos hallazgos coinciden con lo señalado 

por Villalta (2025), quien identificó que las deficiencias en los plazos y notificaciones 

generan percepciones de vulneración de derechos, así como con Vergara (2024), quien 

advirtió que la falta de observancia del principio de legalidad debilita la legitimidad de 

las decisiones disciplinarias. En tal sentido, los resultados alcanzados confirman que el 

principio de legalidad es un pilar esencial del proceso administrativo disciplinario y un 

requisito indispensable para el respeto del debido proceso. 
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En la segunda área estudiada, se encontró que el derecho de defensa influye en forma 

significativa en el proceso administrativo disciplinario. El coeficiente de correlación de 

Spearman arrojó ρ = 0,718 (p < 0,01), lo que indica una alta correlación positiva. Este 

resultado demuestra que el acceso oportuno a la información, la posibilidad de presentar 

descargos, la adecuada valoración de los medios probatorios y la oportunidad real de 

contradicción influyen directamente en la percepción de justicia y equidad del 

procedimiento disciplinario. Este hallazgo coincide con lo reportado por Pacheco (2024) 

y Balcázar (2023), quienes encontraron que las limitaciones al derecho de defensa 

producen estados de indefensión y afectan la legitimidad de las sanciones aplicadas. De 

igual forma, Cárcamo (2023) afirma que la omisión o debilitamiento del derecho de 

defensa vulnera principios constitucionales y compromete la validez de las decisiones 

administrativas. Los resultados, pues, confirman que el derecho de defensa es uno de los 

componentes más sensibles y determinantes del debido proceso en materia disciplinaria. 

 

En tercer lugar, la imparcialidad de la autoridad resultó influir en forma importante en 

el proceso administrativo disciplinario, aunque en menor medida que las dimensiones 

anteriores. Se obtuvo un coeficiente de Spearman de ρ = 0,429 (p < 0,05) mostrando una 

correlación positiva moderada. Este resultado indica que, aunque la imparcialidad de la 

autoridad no tiene una relación tan fuerte como otras dimensiones, es todavía un factor 

relevante para asegurar decisiones objetivas y libres de sesgos. Este hallazgo concuerda 

con los planteamientos de Zarabanda (2024), quien señala que la imparcialidad y la 

separación de funciones legitiman el procedimiento disciplinario, así como con Abad de 

las Heras (2022), quien señala que la objetividad en la valoración probatoria refuerza la 

confianza institucional. Los resultados evidencian que los órganos disciplinarios 

necesitan de un real respaldo institucional para poder actuar con imparcialidad, lo cual es 

condición indispensable para que el procedimiento administrativo disciplinario cuente 

con las garantías del debido proceso. 
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CAPÍTULO VI. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 
6.1. Conclusiones 

 

 

1. Con respecto al objetivo general: Se determinó que el debido proceso influye 

significativamente en el procedimiento administrativo disciplinario de los 

trabajadores en la Municipalidad Distrital de Santa María – Huaura durante el año 

2025. El coeficiente de correlación de Spearman arrojó un valor de ρ = 0,727, 

exhibiendo una correlación positiva alta entre las dos variables estudiadas. 

 

2. Con respecto al objetivo específico I: Los resultados muestran que el principio de 

legalidad influye de forma significativa en el procedimiento administrativo 

disciplinario de los trabajadores de la Municipalidad Distrital de Santa María – 

Huaura, 2025. El coeficiente de correlación de Spearman alcanzó ρ = 0,717, 

exhibiendo una correlación positiva alta. 

 

3. Con respecto al objetivo específico II: También se determinó que el derecho de 

defensa influye significativamente en el procedimiento administrativo disciplinario 

de los trabajadores en la Municipalidad Distrital de Santa María – Huaura, 2025 , 

El coeficiente de Spearman obtenido fue ρ = 0,718, valor que indica una correlación 

positiva alta. 

 

4. Con respecto al objetivo específico III: Por último, se comprobó que la 

imparcialidad de la autoridad influye significativamente en el procedimiento 

administrativo disciplinario de los trabajadores en la Municipalidad Distrital de 

Santa María – Huaura, 2025, El coeficiente de correlación de Spearman obtenido 

fue ρ = 0,429, valor que corresponde a una correlación positiva moderada. 
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6.2. Recomendaciones 

 

1. Reforzar la aplicación del debido proceso en el procedimiento administrativo 

disciplinario de la Municipalidad, a través de lineamientos internos y programas de 

capacitación continua, con el propósito de asegurar el respeto de las garantías 

procesales y fortalecer la legitimidad de la potestad sancionadora de la institución. 

 

2. Garantizar que los procedimientos administrativos disciplinarios cumplan el 

principio de legalidad, lo que implica actualizar las normas aplicables, tipificar 

correctamente las faltas y respetar los plazos y formalidades establecidos por ley 

para proteger el debido proceso. 

 

3. Garantizar que los trabajadores ejerzan efectivamente su derecho de defensa, con 

acceso oportuno a la información del proceso, posibilidad de presentar descargos, 

valoración real de las pruebas aportadas y oportunidad de contradicción en cada 

etapa del procedimiento disciplinario. 

 

4. Fortalecer la imparcialidad de la autoridad administrativa exige separar las 

funciones que hoy se concentran en un mismo órgano, abrir al escrutinio la toma de 

decisiones y aplicar criterios objetivos al valorar los hechos, todo lo cual incide 

directamente en la credibilidad del procedimiento disciplinario. 
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Anexo N°1: Matriz de consistencia 
 

 

 

PROBLEMAS OBJETIVOS HIPOTESIS VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES METODO Y TECNICAS 

Problema General 

¿Cómo el   debido 

proceso influye en el 

procedimiento 

administrativo 

disciplinario  de los 

trabajadores   en  la 

Municipalidad Distrital 

de Santa  María   – 

Huaura, 2025? 

 

Problemas Específicos 

1. ¿Cómo el principio de 

legalidad influye en el 

procedimiento 

administrativo 

disciplinario  de los 

trabajadores   en  la 

Municipalidad Distrital 

de  Santa María   – 

Huaura, 2025? 

2. ¿Cómo el derecho de 

defensa influye en el 

procedimiento 

administrativo 

disciplinario de los 

trabajadores  en  la 

Municipalidad Distrital 

Objetivo General 

Determinar cómo el 

debido proceso influye 

en el procedimiento 

administrativo 

disciplinario  de los 

trabajadores   en  la 

Municipalidad    Distrital 

de Santa María – Huaura, 

2025. 

Objetivos Específicos 

1. Determinar cómo el 

principio de legalidad 

influye en   el 

procedimiento 

administrativo 

disciplinario  de los 

trabajadores   en  la 

Municipalidad Distrital 

de Santa María – Huaura, 

2025. 

2. Determinar cómo el 

derecho de    defensa 

influye  en    el 

procedimiento 

administrativo 

disciplinario  de los 

trabajadores   en  la 

Hipótesis General 

El debido   proceso 

influye 

significativamente en el 

procedimiento 

administrativo 

disciplinario de los 

trabajadores  en  la 

Municipalidad Distrital 

de Santa María – Huaura, 

2025. 

 

Hipótesis Específicas 

1. El principio  de 

legalidad    influye 

significativamente en el 

procedimiento 

administrativo 

disciplinario  de los 

trabajadores   en   la 

Municipalidad Distrital 

de  Santa María    – 

Huaura, 2025. 

2. El derecho de defensa 

influye 

significativamente en el 

procedimiento 

administrativo 

disciplinario de los 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

(X) 

Debido proceso 

X.1.- Principio de 

legalidad 

 

 

 

 

X.2.- Derecho de 

defensa 

 

 

 

 

X.3.- Imparcialidad 

de la autoridad 

X.1.1.- Existencia de 

normas claras y publicadas. 

X.1.2.- Aplicación 

uniforme de la normativa en 

los procesos. 

X.1.3.- Conocimiento de 

los trabajadores sobre la 

normatividad vigente. 

 

 

X.2.1.- Oportunidad para 

presentar descargos. 

X.2.2.- Acceso a medios 

probatorios durante el 

proceso. 

X.2.3.- Asesoría y 

representación en el 

procedimiento. 

 

X.3.1.- Designación 

objetiva de los responsables 

del proceso. 

X.3.2.- Ausencia de 

favoritismos o conflictos de 

interés. 

X.3.3.- Fundamentación de 
las decisiones en pruebas 
objetivas. 

Población = 78 

Muestra = 78 

Método: Científico. 

 

Técnicas: 

Para el acopio de Datos: 

La observación 

Encuesta 

Análisis Documental y 

Bibliográfica. 

Instrumentos de 

recolección de datos: 

Guía de observación. 

Cuestionario. 

Análisis de contenido y 

Fichas. 

Para el Procesamiento de 

datos. 

Consistenciación, 

Codificación Tabulación de 

datos. 

Técnicas para el análisis e 

interpretación de datos. 

Paquete estadístico SPSS 

25.0 

Estadística descriptiva para 

cada variable. 
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de Santa María – 

Huaura, 2025? 

3.  ¿Cómo    la 

imparcialidad   de  la 

autoridad influye en el 

procedimiento 

administrativo 

disciplinario  de los 

trabajadores   en  la 

Municipalidad Distrital 

de Santa María   – 

Huaura, 2025? 

Municipalidad Distrital 

de Santa María – Huaura, 

2025. 

3. Determinar cómo la 

imparcialidad   de  la 

autoridad influye en el 

procedimiento 

administrativo 

disciplinario de los 

trabajadores  en  la 

Municipalidad Distrital 

de Santa María – Huaura, 

2025. 

trabajadores en la 

Municipalidad Distrital 

de Santa María – 

Huaura, 2025. 

3. La imparcialidad de la 

autoridad   influye 

significativamente en el 

procedimiento 

administrativo 

disciplinario de los 

trabajadores  en  la 

Municipalidad Distrital 

de Santa María – 

Huaura, 2025. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

(Y) 

Procedimiento 

administrativo 

disciplinario 

Y.1.- Inicio del 

procedimiento 

 

 

 

 

Y.2.- Instrucción del 

procedimiento 

Y.1.1.- Notificación clara y 

oportuna de los cargos. 

Y.1.2.- Precisión en la 

descripción de la falta 

imputada. 

Y.1.3.- Registro 

documentado del inicio del 

proceso. 

 

Y.2.1.- Cumplimiento de 

plazos legales establecidos. 

Y.2.2.- Recolección 

adecuada y suficiente de 

Para presentación de datos 

Cuadros, gráficos y figuras 

estadísticas. 

Para el informe final: 

Tipo de Investigación: 

Aplicada 

 

Diseño de Investigación 

Esquema propuesto por la 

Escuela de Posgrado. 
UNJFSC. 

Descriptiva Correlacional 

Transeccional. 

    pruebas. X 

   Y.3.- Resolución del 

procedimiento 

Y.2.3.- Transparencia en la 

actuación de la autoridad 

instructora. 

M r 

Y 

     
Y.3.1.- Fundamentación 

 

     jurídica en la decisión final.  

     Y.3.2.- Congruencia entre  

     los hechos probados y la  

     sanción.  

     Y.3.3.- Posibilidad de 

interponer recursos de 

apelación.. 
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Anexo N°2: Instrumento de recolección de datos 
 

 

UNIVERSIDAD NACIONAL JOSÉ FAUSTINO SÁNCHEZ CARRIÓN 

CUESTIONARIO SOBRE EL DEBIDO PROCESO 

 

Edad:     Sexo: M( ) F( ) 

Estimado(a) participante, 

Este cuestionario busca recoger información sobre cómo se percibe el debido proceso en 

procedimientos disciplinarios. Su participación importa, porque las respuestas ayudarán a 

identificar en qué medida se aplican los principios de legalidad, defensa e imparcialidad en 

estos procesos —y también a detectar aspectos que podrían mejorarse. 

 

Sus respuestas serán confidenciales y de uso estrictamente académico. Por eso, responda con 

honestidad y sin filtros. 

 

Indicaciones: 

• Este cuestionario tiene 9 preguntas. 

 

• Cada una ofrece cinco opciones de respuesta que indican el grado de acuerdo con lo 

que se afirma. 

• Lea cada enunciado con atención y marque con una equis (X) la opción que mejor 

represente su experiencia o percepción, según la escala que se presenta a 

continuación. 
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EL DEBIDO PROCESO (X) 

N° X.1. Principio de legalidad T.A A N.AN.D D T.D 

01 ¿Considera que las normas que regulan los 

procedimientos disciplinarios son claras y 

están debidamente publicadas? 

     

02 ¿Considera que la normativa se aplica de 

manera uniforme en los procesos 

disciplinarios? 

     

03 ¿Cree que los trabajadores conocen la 

normatividad vigente relacionada con los 

procesos disciplinarios? 

     

 X.2. Derecho de defensa      

04 ¿Considera que durante el proceso se brinda 

la oportunidad de presentar descargos 

oportunamente? 

     

05 ¿Cree que los trabajadores tienen acceso a los 

medios probatorios necesarios para sustentar 

su defensa? 

     

06 ¿Considera que los trabajadores cuentan con 

asesoría y representación durante el 

procedimiento? 

     

 X.3. Imparcialidad de la autoridad      

07 ¿Considera  que  los  responsables  de  los 

procesos disciplinarios son designados de 

manera objetiva y transparente? 

     

08 ¿Cree que no existen favoritismos ni 

conflictos de interés en las decisiones 

tomadas durante los procesos? 

     

09 ¿Considera que las resoluciones emitidas se 

fundamentan en pruebas objetivas y 

verificables? 
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CUESTIONARIO SOBRE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO 

 

Edad:     Sexo: M( ) F( ) 

Estimado(a) participante, 

Esta encuesta busca recoger información sobre cómo los participantes perciben el 

procedimiento administrativo disciplinario en sus tres etapas: inicio, instrucción y 

resolución. Las respuestas ayudarán a medir el grado en que se cumplen los principios de 

legalidad, objetividad y transparencia dentro de esos procesos, y a identificar aspectos 

concretos que podrían mejorarse. 

 

Sus respuestas serán confidenciales y de uso estrictamente académico. Por eso, responda con 

honestidad y sin filtros. 

 

Indicaciones: 

• Este cuestionario tiene 9 preguntas. 

 

• Cada una ofrece cinco opciones de respuesta que indican el grado de acuerdo con lo 

que se afirma. 

• Lea cada enunciado con atención y marque con una equis (X) la opción que mejor 

represente su experiencia o percepción, según la escala que se presenta a 

continuación. 
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EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO (Y) 

N° Y.1. Inicio del procedimiento T.A A N.AN.D D T.D 

01 ¿Considera que la notificación de los cargos 

se realiza de manera clara y oportuna? 

     

02 ¿Cree que la descripción de la falta imputada 

es precisa y sin ambigüedades? 

     

03 ¿Considera que el inicio del procedimiento 

queda formalmente registrado y 

documentado? 

     

 Y.2. Instrucción del procedimiento      

04 ¿Considera que durante la instrucción se 

cumplen los plazos legales establecidos? 

     

05 ¿Cree que la recolección de pruebas es 

adecuada y suficiente para sustentar el 

procedimiento? 

     

06 ¿Considera que la actuación de la autoridad 

instructora se caracteriza por la 

transparencia? 

     

 Y.3. Resolución del procedimiento      

07 ¿Considera que la decisión final está 

debidamente fundamentada en criterios 

jurídicos? 

     

08 ¿Cree que la sanción impuesta guarda 

congruencia con los hechos probados 

durante el proceso? 

     

09 ¿Considera que se garantiza la posibilidad de 

interponer recursos de apelación contra la 

decisión final? 
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Anexo N°3: Confiabilidad de Alfa Cronbach 

La fiabilidad del instrumento fue analizada valiéndose del coeficiente alfa de 

Cronbach, un indicador ampliamente empleado para estimar el grado de coherencia 

interna entre los distintos ítems que lo componen. 

 

 

A partir de los reactivos del instrumento aplicado 

 

 

Estadísticos de fiabilidad de Debido proceso 
 

Alfa de Cronbach N de elementos 

,724 9 

 

 

 

Estadísticos de fiabilidad de Procedimiento administrativo disciplinario 
 

Alfa de Cronbach N de elementos 

,718 9 

 

 

El alfa de Cronbach mostró consistencia interna aceptable en ambas variables, lo que 

indica que el cuestionario midió de forma confiable lo que se propuso medir en la muestra 

analizada. 
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Anexo N°4: Base de datos 
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